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RESUMEN 

Las Fundaciones son Personas Jurídicas que se constituyen con una 

finalidad de bien común, sin propósito de lucro y que necesitan autorización estatal 

para poder funcionar. Para dar vida a la Fundación es necesario el aporte patrimonial 

del fundador, quien a través de una donación o un legado, dispone de todo o parte de 

sus bienes, los cuales pasan a integrar el patrimonio de la entidad. 

Están sujetas al control estatal. En Tucumán esta función se cumple a 

través de la Dirección de Personas Jurídicas, que tiene asignadas funciones de 

vigilancia y fiscalización sobre el funcionamiento de todas las Fundaciones 

constituidas en el ejido provincial. Este organismo regula a través de la Resolución 

Nº 201/2015 los trámites atinentes a la obtención de la Personería Jurídica ante dicho 

organismo. 

Las Fundaciones están exentas “subjetivamente” en el Impuesto a las 

Ganancias, acreditando dicha condición a través de un certificado emitido por AFIP a 

solicitud de la entidad. En el IVA la exención no abarca todos los hechos imponibles 

sino que se limita a ciertas locaciones y prestaciones de servicios. En Ganancia 

Mínima Presunta están exentas, siempre que revistan esta condición en el Impuesto a 

las Ganancias. El Código Tributario Provincial declara la exención en todos los 

Impuesto cuya recaudación está a cargo de la provincia, y en el ámbito municipal, 

gozan del beneficio en el TEM y el CISI. 

Diversos organismos estatales imponen en cabeza de las Fundaciones 

deberes informativos respecto de las donaciones que recibe, sus balances y 

autoridades, analizándose dichas disposiciones. 

 

 

 

 

 

 



 
 

PRÓLOGO 

Esta tarea se realizó como trabajo final para la materia Seminario de la 

Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Tucumán. 

Una fundación es una Persona Jurídica de carácter Privado que se 

caracteriza por ser una organización sin ánimo o fin de lucro. 

Dotada con un patrimonio propio otorgado por sus fundadores, la 

fundación debe perseguir los fines que se contemplaron en su objeto social.  

Las Fundaciones se encontraban reguladas en la vieja Ley N° 19.836 del 

año 1972. Con la sanción del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación vigente a 

partir de 01/08/2015, dicha norma fue derogada, y se instauró, en el Capítulo III del 

Título de Persona Jurídica, una nueva regulación para estos entes, sin grandes 

cambios respecto de la ley anterior. 

Lo que se pretende realizar es un abordaje multidisciplinario de las 

Fundaciones. 

Se analizará la normativa vigente en el Código Civil y Comercial de la 

Nación y los trámites ante la Dirección de Personas Jurídicas, Organismo de 

Contralor de las Fundaciones en la Provincia de Tucumán, citándose casos de 

Jurisprudencia que han sentado precedente en la materia.  

Se expondrá el tratamiento impositivo dado a estos entes en leyes 

nacionales, provinciales, municipales y comunales; analizando los criterios 

interpretativos del Fisco como así también Jurisprudencia.  

Finalmente se abordará los aspectos contables y los deberes informativos 

impuestos por distintos Organismos a las Fundaciones. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

CAPITULO I 

PERSONA JURÍDICA 

Sumario: 1. Definición; 2. Personalidad diferenciada; 3. Comienzo de la 

existencia de la Persona Jurídica; 4. Clasificación de las Personas 

Jurídicas.  

 

 

1. Definición 

En el Código de Vélez (CC) la “Persona” se definía por su capacidad y se 

establecía en el artículo 30 que “son personas todos los entes susceptibles de adquirir 

derechos o contraer obligaciones”. 

El nuevo Código Civil y Comercial (CCyCN), siguiendo la idea del 

Proyecto de Unificación de 1998, no habla de “persona” sino de “persona humana”, 

no la define ni la caracteriza, porque persona es todo ser humano por el solo hecho de 

serlo.  

En el Código de Vélez, la definición de persona jurídica surgía por 

oposición a la de persona de existencia visible (ser humano), el artículo 32 decía 

“todos los entes susceptibles de adquirir derechos y contraer obligaciones, que no son 

personas de existencia visible, son personas de existencia ideal o personas jurídicas”. 

El CCyCN pone fin a la confusión generada por el Código de Vélez en 

cuanto a las diferentes denominaciones que utilizaba: “personas jurídicas” y 

“personas de existencia ideal”. Así, el nuevo Código solo las denomina “personas 

jurídicas”. En suartículo141 abandona la definición residual del anterior Código y 

hace una definición descriptiva de la persona jurídica: “Son personas jurídicas todos 

los entes a los cuales el ordenamiento jurídico les confiere la aptitud para adquirir
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derechos y contraer obligaciones para el cumplimiento de su objeto y los fines de su 

creación”. 

Es de destacar que a diferencia de la persona humana, que goza de 

personalidad por derecho propio y a la cual la legislación simplemente le reconoce 

esa personalidad; en el caso de las personas jurídicas es la legislación la que le 

confiere personalidad cuando el ente es útil o necesario, pero limita esa personalidad 

al cumplimiento de su objeto y los fines de su creación. 

Mientras que a la persona humana le son permitidos todos los actos y 

puede ejercer todos los derechos que no le estén expresamente vedados, la persona 

jurídica solo goza de capacidad jurídica para todo lo que está comprendido en sus 

fines propios: “para los fines de la institución” en la terminología del CC1, y  “para el 

cumplimiento de su objeto y los fines de su creación”, en el CCyCN2. La 

personalidad que ostenta la persona jurídica es plena y, en rigor, puede realizar todo 

tipo de acto sin limitaciones de ninguna especie. La actuación en el ámbito de su 

objeto y fines de la creación no es un tema que afecte la capacidad del ente, sino que 

hace la imputabilidad de los actos. 

2. Personalidad diferenciada 

La persona jurídica es una persona distinta de los socios que la integran y 

tiene un patrimonio propio, independiente del patrimonio de los socios, razón por la 

cual sus miembros no responden por las obligaciones de la persona jurídica. Cada uno 

de ellos  es un sujeto de derecho independiente y, por eso, es titular exclusivo de las 

relaciones jurídicas en que interviene. 

Cuando una entidad dotada de personalidad jurídica contrata y adquiere 

bienes, resulta obligada o favorecida por las consecuencias de esa contratación y se 

convierte en propietaria de los bienes que adquiere. Así, por ejemplo, las 

instalaciones existentes en una asociación son de la asociación y no delos asociados, 

quienes no tienen sobre ellos ni un virtual condominio sino solamente la posibilidad 

de usarlas conforme a la reglamentación interna establecida por la propietaria de los 
                                                           
1 Art. 35, Código Civil  
2 Art. 141, Código Civil y Comercial de la Nación 
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bienes, o sea la asociación. De la misma manera, dado un conflicto que requiere 

intervención judicial, corresponde demandar a la persona jurídica como tal y no a los 

miembros que la componen, ni a los individuos que integran sus organismos 

directivos, aun cuando la notificación de la demanda deba hacerse en la persona de 

quien ejerce la representación de la entidad. 

De esta manera se satisface la finalidad principal perseguida por quienes 

constituyen una persona jurídica: crear un nuevo sujeto de derecho con distinto 

patrimonio y distinta responsabilidad. 

La personalidad diferenciada del ente y sus miembros derivan en las 

siguientes consecuencias prácticas: 

a) la existencia de distintos patrimonios: el de la entidad y el de los 

individuos que con su actividad humana nutren la actividad de la entidad. 

b) la distinta titularidad de derechos a que da lugar la actividad de la 

entidad, de manera tal que los bienes pertenecientes a ella no pertenecen a los 

individuos integrantes de la misma y viceversa. 

c) la diversa responsabilidad a que da lugar la aludida actividad que, en 

principio, solo compromete la de la entidad actuante. 

d) la posibilidad de alterar la composición humana del núcleo sin que se 

modifique la situación jurídica de la entidad. 

e) la posibilidad de que la entidad rija su propio orden interno y establezca 

los derechos y deberes de los individuos que componen la persona jurídica o que se 

benefician de su actividad. 

Pero hay casos en los cuales esta distinta personalidad jurídica no se puede 

oponer. Así ocurre cuando la persona jurídica ha sido utilizada (como una pantalla, 

como un medio o como un velo) para conseguir fines ajenos a la persona jurídica o 

violar la ley, el orden público, la buena fe o para frustrar derechos de terceros. En 

estos casos, el juez puede romper el velo de esa persona jurídica, dejar de lado la 

personalidad y penetrar en la realidad, considerando inoponible la distinta 

personalidad y atribuyendo a los hombres que actúan detrás de la persona jurídica 
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(socios, asociados, miembros del consejo directivo, etcétera) la responsabilidad 

solidaria e ilimitada por los perjuicios causados3. Esta doctrina se conoce con el 

nombre de “teoría de la penetración”. 

3. Comienzo de la existencia de la Persona Jurídica 

El principio general que rige la creación de las personas jurídicas privadas 

es el de la libre constitución, el cual señala que las personas jurídicas nacen desde el 

acto de su constitución y fruto de la libre voluntad de las partes, sin otro recaudo, 

excepto que la ley exija un requisito adicional. 

Respecto de la constitución de las personas jurídicas, se distinguen tres 

sistemas: 

- Sistema de concesión o autorización estatal 

El Estado, a través del ejercicio de su poder de policía, otorga la personería 

y aprueba los estatutos de la entidad. Este es el sistema que rige en el caso de las 

asociaciones y las fundaciones. 

Cierto sector de la doctrina jurídica ha criticado este sistema, puesto que  

considera, que la autorización para funcionar por parte del estado, constituye una 

restricción al derecho de asociarse con fines útiles consagrado en la Constitución 

Nacional. 

A esta crítica, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha contestado que 

“el derecho de asociarse garantizado por la Constitución Nacional no genera el 

derecho subjetivo de acceder a la personería jurídica… no hay agravio a ningún 

derecho subjetivo cuando no se concede la autorización para funcionar… puesto que 

los interesados pueden funcionar como simples asociaciones… que son sujetos de 

derecho, aunque no tengan existencia legal como personas jurídicas”4. 

El ejercicio del poder de policía por parte del Estado no implica concebir 

que la personalidad sea un favor o una concesión “discrecional” de la administración 

pública, sino que se trata de la facultad de contralor que debe ejercer el Estado sobre 

                                                           
3 Art. 144, Código Civil y Comercial de la Nación. 
4 Comunidad Homosexual Argentina c/ Inspección General de Justicia (Corte Suprema de Justicia de 

la Nación, 22/11/1991). 
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las personas jurídicas, verificando que aquellas que son autorizadas para funcionar 

como tales, sean coherentes o compatibles con los fines de su creación. 

- Sistema de disposiciones normativas o sistema de registro 

En algunos casos, la ley exige el cumplimiento de ciertos recaudos legales 

por parte de los  fundadores. Es lo que ocurre con las Sociedades reguladas por la Ley 

General de Sociedades Nº 19.550 (T.O.), en las cuales los socios fundadores pueden 

elegir entre varios tipos sociales preestablecidos legalmente, cada uno de los cuales 

tiene requisitos esenciales tipificantes que lo caracterizan como tal y lo diferencian de 

los otros, debiendo ser cumplidos por los socios si desean adoptar determinado tipo 

legal, exigiéndose también la inscripción en el Registro Público5 para ser 

consideradas regularmente constituidas6. Dicha ley regula en la Sección IV – 

Capítulo I (artículos 21 a 26) a las sociedades que no se constituyan con sujeción a 

uno de los tipos previstos en el Capítulo II (sociedades atípicas), que omita requisitos 

esenciales no tipificantes o que incumpla con las formalidades exigidas por la ley 

(instrumentación por escrito7, inscripción8 y publicidad9). 

- Sistema de constitución libre 

Es el principio general en materia de constitución de personas jurídicas, sin 

perjuicio de algunas exigencias legales de observar ciertas formas. Si bien el 

reconocimiento estatal y el registro exigidos para ciertos casos, son elementos 

formales necesarios para la personificación de una entidad, el carácter decisivo de su 

constitución es la voluntad privada. 

4. Clasificación de las Personas Jurídicas 

El artículo 145 del CCyCN señala que las personas jurídicas pueden ser 

públicas o privadas, absteniéndose de definirlas y haciendo una enumeración de cada 

una de ellas. Esta clasificación tiene su origen en el artículo 33 del CC, introducida 

                                                           
5 Art. 5, Ley General de Sociedades (Nº 19.550, t.o. 1984). 
6 Art. 7, Ley General de Sociedades (Nº 19.550, t.o. 1984) 
7 Art. 4, Ley General de Sociedades (Nº 19.550, t.o. 1984) 
8 Art. 7, Ley General de Sociedades (Nº 19.550, t.o. 1984) 
9 Art. 10, Ley General de Sociedades (Nº 19.550, t.o. 1984) 



- 7 - 
 

por la Ley 17.711 del año 1968y no se corresponde con la primitiva clasificación del 

Código Civil. 

Vélez Sársfield en el texto original del artículo 33, siguiendo a Freitas en 

su Esbozo, clasificó a las personas jurídicas en “personas de existencia necesaria” y 

“personas de existencia posible”. Las personas de existencia necesaria se encontraban 

reguladas por el derecho público, no dependiendo su existencia de las normas del 

derecho privado. Las de existencia posible eran (en la teoría de Savigny) aquellas que 

crea la legislación de derecho privado. La doctrina y legislación moderna 

abandonaron este criterio, adoptando el establecido desde el año 1968 a través de la 

Ley Nº 17711, la reforma mas amplia del Código Civil. 

La inclusión de las Personas Jurídicas Públicas en el artículo 145 del 

CCyCN se hace con un fin meramente descriptivo, ya que la personalidad de estas 

entidades resulta de las respectivas disposiciones de derecho público. En la 

exposición de motivos se justificó la mención de las personas jurídicas públicas por la 

tradición existente en el Código de Vélez y porque en diversas partes del nuevo 

código se hace referencia a ellas, principalmente al Estado Nacional, las Provincias y 

Municipios. 

Las Personas Jurídicas Privadas son aquéllas que tienen reglamentada su 

existencia y actividades por el derecho privado aunque dependan en algunos casos de 

una autorización especial para funcionar. 

Una cuestión importante a destacar es la referida a la participación del 

Estado en las Personas Jurídicas Privadas. De conformidad al artículo 149, la 

participación del Estado en una Persona Jurídica Privada no transforma su carácter, la 

cual sigue siendo privada sin importar el grado de participación del Estado y sin 

perjuicio de que se prevea un régimen especial en materia de derechos y obligaciones. 

La norma se aplica no sólo a las sociedades sino a todo tipo de Personas Jurídicas de 

carácter Privado. La Ley Nº 19.550 (T.O.) se ocupa de regular las Sociedades 

Anónimas con Participación Estatal Mayoritaria (SAPEM) creando un régimen 



- 8 - 
 

especial para éstas, sin afectar su carácter privado, lo que armoniza con el art. 149 del 

CCyCN. 

De lo señalado en líneas precedentes podemos esbozar la siguiente 

clasificación: 

 

 

Teniendo en cuenta la finalidad de este trabajo, en los capítulos siguientes 

abordaremos todo lo relativo a las Fundaciones. 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO II 

FUNDACIONES: CONSTITUCIÓN Y PATRIMONIO 

Sumario: 1. Régimen Legal; 2. Concepto; 3. Caracteres; 4. El acto 

fundacional; 5. El Patrimonio Inicial; 6. Aportes. 

 

 

1. Régimen Legal 

En la redacción originaria del artículo 33, el Código Civil de Vélez en el 

inciso 5º enumeraba en forma desordenada e incompleta las Personas Jurídicas de 

Derecho Privado (las llamaba “personas de existencia posible”) de la siguiente 

manera: “Los establecimientos de utilidad pública, religiosos o piadosos, científicos o 

literarios, las corporaciones, comunidades religiosas, colegios, universidades, 

sociedades anónimas, bancos, compañías de seguro y cualesquiera otras asociaciones 

que tengan por principal objeto el bien común, con tal que posean patrimonio propio 

y sean capaces, por sus estatutos, de adquirir bienes y no subsistan de asignaciones 

del Estado”. Bajo el nombre de "establecimientos de utilidad pública, religiosos o 

piadosos, científicos o literarios" se encontraban comprendidas las Fundaciones, sin 

estar nombradas de manera específica y sin tener un tratamiento normativo en otra 

parte del Código. 

En el año 1968, la Ley Nº 17.711 reformó el artículo 33, clasificando 

sistemáticamente las Personas Jurídicas Privadas, estableciendo con precisión y 

claridad sus requisitos, incluyendo en su redacción a las fundaciones, pero no las 

reguló. 
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La regulación legal se dio recién en el año 1972 por medio de la Ley de 

Fundaciones Nº 19.836. Si bien esta ley no integraba el articulado del Código Civil, 

formaba parte de la normativa vigente citada en el índice de leyes, las llamadas leyes 

complementarias. 

Con la sanción del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, vigente a 

partir del 01/08/2015, dicha norma fue derogada, incorporándose al texto del Código 

Unificado, con muy pocas variantes, quedando regulada las Fundaciones en 32 

artículos ubicados en el Libro I “Parte General” Título II “Persona Jurídica” Capítulo 

III “Fundaciones”, artículos 193 a 224, organizados en 7 Secciones: 

- Sección I: Concepto, Objeto, Modo de Constitución  y Patrimonio 

- Sección II: Constitución y Autorización 

- Sección III: Gobierno y Administración 

- Sección IV: Información y Contralor 

- Sección V: Reforma del Estatuto y Disolución 

- Sección VI: Fundaciones creadas por disposición testamentaria 

- Sección VII: Autoridad de Contralor 

2. Concepto 

El art. 193 del CCyCN dice que “Las fundaciones son personas jurídicas 

que se constituyen con una finalidad de bien común, sin propósito de lucro, mediante 

el aporte patrimonial de una o más personas, destinado a hacer posible sus fines. Para 

existir como tales requieren necesariamente constituirse mediante instrumento 

público y solicitar y obtener autorización del Estado para funcionar. Si el fundador es 

una persona humana, puede disponer su constitución por acto de última voluntad”. 

3. Caracteres 

De la definición legal surgen los siguientes caracteres: 

a) La fundación sólo se concibe como una persona jurídica 

No existe posibilidad en nuestro ordenamiento jurídico de que existan 

fundaciones que no sean un sujeto de derecho independiente de la persona del 

fundador, con capacidad suficiente para adquirir derechos y contraer obligaciones. El 
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Código de Vélez (luego de la Reforma de la ley 17.711) la incluyó como Persona 

Jurídica de carácter Privado en el artículo 33, pero no la reguló. La regulación llegó 

con la Ley 19.836 cuyos lineamientos en general fueron seguidos por el nuevo 

Código Civil y Comercial. 

b) La fundación nace de un acto jurídico unilateral 

La persona (física o jurídica) que pretenda dar vida a la fundación no 

necesita más que de su propia voluntad. A diferencia de las restantes personas 

jurídicas de carácter privado, no se necesita del concurso de varias voluntades para 

dar nacimiento al ente. 

c) La fundación carece de miembros 

Sólo tiene órganos de conducción y beneficiarios. El Código reglamenta  

dos Órganos de Gobierno de la Fundación: el Consejo de Administración y el Comité 

Ejecutivo. 

d) El fundador puede ser persona de existencia física o jurídica 

Quien pretenda erigir una fundación puede ser una persona física o 

jurídica. En nuestro medio, es común que tanto importantes personalidades como 

poderosas corporaciones, se conviertan en fundadores y de esa forma complementen 

su actividad profesional o comercial, ayudando a la realización de un fin altruista. 

Cuando el fundador sea una persona humana, puede disponer la constitución de una 

fundación por acto de última voluntad (testamento). 

La calidad de fundador y sus derechos se agotan en el acto fundacional. La 

fundación al ser autorizada como tal, se independiza totalmente de su fundador, y se 

interrumpe toda relación entre ésta y aquél. 

Para evitar un conflicto de intereses entre la entidad y su fundador que 

redunde en perjuicio de la fundación (de su patrimonio y de sus actividades), todo 

contrato entre ésta y los fundadores y sus herederos debe ser sometido a la aprobación 

de la autoridad de contralor: sin la autorización del ente de contralor, el negocio 

jurídico celebrado en esas condiciones es ineficaz de pleno derecho. El CCyCN no 

circunscribe exclusivamente el contralor de la autoridad administrativa a los contratos 
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celebrados entre la fundación y el fundador, sino que lo hace extensivo a toda 

resolución del Consejo de Administración que, directa o indirectamente, origine en 

favor del fundador o sus herederos un beneficio que no esté previsto en el estatuto. 

La Inspección General de Justicia, que en adelante será llamada IGJ, al 

resolver el caso de la “Fundación Fernando Moreno” ha establecido que “…el 

contrato de compraventa celebrado entre dos de los fundadores y la Fundación es de 

carácter oneroso, por lo cual debió previamente solicitarse la autorización indicada 

por esa norma, ya que esta Inspección de Justicia tiene el control permanente de las 

entidades a las cuales se le concedió la personalidad jurídica, tendiendo con ello a 

proteger el patrimonio y desarrollo de actividades fundacionales…”10. 

e) Es necesario un acto de disposición a título gratuito por el fundador 

Para dar vida a la fundación es necesario el aporte patrimonial del 

fundador, quien a través de una donación o un legado, dispone de todo o parte de sus 

bienes, los cuales pasan a integrar el patrimonio de la entidad. Es lo que se denomina 

“acto de dotación”. La fundación debe contar con el patrimonio inicial que posibilite 

el cumplimiento de los fines propuestos en el estatuto. 

f) La fundación reconoce un fin de bien común no lucrativo 

La fundación se forma con un patrimonio inicial, pero para sustentar su 

actividad la entidad puede realizar negocios jurídicos que le signifiquen ingresos. La 

ausencia de lucro ha de entenderse como la imposibilidad de obtener ganancias 

“partibles” entre los integrantes de los órganos que dirigen y administran la 

fundación. El hecho de que posea un cierto nivel de organización específicamente 

dedicado para esa actividad, no necesariamente implica intención de lucro, sino más 

bien una organización tanto de las actividades que realiza la fundación como del 

manejo de los ingresos y egresos producidos, a fin de administrar en forma eficaz los 

recursos de que dispone y así atender mejor al objeto previsto en el estatuto. En la 

actualidad, las fundaciones actúan dentro del mercado y necesitan captar fondos con 

la misma eficiencia que una sociedad comercial necesita vender bienes o servicios, lo 

                                                           
10 Resolución de la Inspección General de Justicia (Nº 853, 2008). 
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cual obliga a las Fundaciones a usar con mayor frecuencia, técnicas que solo eran de 

uso frecuente en las sociedades, como son el marketing y la publicidad. 

La ausencia de fin de lucro por parte de la Fundación no impide la 

realización de actividades económicas lucrativas para la conservación de su 

patrimonio o la obtención de nuevos recursos. Las fundaciones pueden acumular 

capital mediante depósitos bancarios, adquisición de acciones de sociedades o títulos 

públicos, compra de bienes muebles o inmuebles, etcétera, siempre que dichos actos o 

negocios sirvan directa o indirectamente a su cometido. 

La norma se preocupa por resaltar que no hace al fin de la Fundación la 

“acumulación de capital”, salvo el necesario para el cumplimiento del objeto de la 

Fundación. También se exige informar al organismo de contralor los gastos que 

impliquen una apreciable disminución del patrimonio de la entidad. 

g) La fundación se constituye por instrumento público 

El artículo 195 del CCyCN requiere que el negocio fundacional se realice 

por instrumento público. Este requisito no existía en el texto originario de la Ley Nº 

19.836, el cual permitía que las fundaciones también fueran creadas por instrumento 

privado con firma certificada. En los Fundamentos del Proyecto se ha sostenido que 

dicha exigencia es beneficiosa para el fundador, para que sea consciente de la 

trascendencia que para su patrimonio tiene el acto que va a realizar y para que quede 

fijada clara y fehacientemente su voluntad. 

h) Autorización y control estatal 

Al carecer de miembros, el control de la actividad de la fundación no 

puede estar a cargo de asociados, y ello hace necesario que el Estado asuma no 

solamente la responsabilidad de autorizar su funcionamiento sino también la de 

controlar de cerca sus actos, a fin de vigilar que se cumplan las finalidades 

estatutarias. 

Dado el carácter constitutivo de la autorización estatal, las Fundaciones no 

pueden actuar como entidades en formación, lo que constituye una diferencia 
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importante respecto de las Sociedades Comerciales, que sí gozan de aptitud en tal 

sentido. 

Por lo tanto, hasta que la entidad obtenga la autorización estatal que le 

permita funcionar, los acreedores no tendrán “persona jurídica” (ni patrimonio) para 

reclamar la satisfacción de sus acreencias. La ley le confiere legitimación sustancial 

como deudores solidarios, para responder por dichas obligaciones contraídas durante 

el período en formación de la entidad, a sus propios fundadores y administradores por 

las deudas que hayan contraído en el carácter de tales. Sin perjuicio de ello, y para no 

perjudicar a los acreedores “personales” de los administradores y fundadores (que no 

lo son en razón de la actividad de la fundación en formación), el CCyCN dispone que 

los bienes personales de cada uno de los administradores y fundadores pueden ser 

afectados al pago de las deudas sociales sólo después de haber sido satisfechos los 

acreedores individuales. 

4. El acto fundacional 

La creación de una fundación se produce mediante un acto jurídico 

unilateral por medio del cual el fundador dispone de sus bienes para que pasen a 

formar parte del patrimonio de la entidad, redacta el estatuto y requiere su aprobación 

por parte del Estado. 

Conforme lo expresa el artículo 195 del CCyCN, el negocio fundacional 

puede tener lugar por “actos entre vivos” o por “actos de última voluntad”. 

a) Por actos entre vivos: El acto fundacional puede materializarse a través 

de un acto entre vivos bajo el ropaje de una donación. Para su validez, el fundador 

(donante) debe gozar de capacidad jurídica y de hecho. 

b) Por actos de última voluntad: También puede instrumentarse el acto 

fundacional a través de actos mortis causa (testamento o legado). La voluntad del 

testador que crea una fundación encuentra en el Ministerio Público un garante de esa 

manda testamentaria, debiendo asegurar su efectividad junto con los herederos y el 

albacea testamentario. Si la fundación se crea por un acto de última voluntad, regirá 

en principio las normas que regulan la sucesión testamentaria. El testador puede 



- 15 - 
 

 

afectar todo o parte de sus bienes a la creación de un ente, siempre y cuando no 

lesione la porción legítima de sus herederos forzosos. Resulta primordial asegurar el 

cumplimiento de la voluntad del fundador. El Ministerio Público se encargará de 

fiscalizar y ejecutar esta tarea con los herederos y el albacea testamentario. Los 

herederos son quienes, cumpliendo con la manda testamentaria, tendrán que redactar 

el estatuto y solicitar la autorización ante el organismo de contralor; las diferencias 

que pudieran existir entre ellos o con el albacea, serán resueltas por el juez de la 

sucesión, previa vista al Ministerio Público. La ley trata de evitar que el desacuerdo 

entre los herederos o el mal desempeño del albacea demoren por largo tiempo o 

frustren el nacimiento de la fundación. 

5. El Patrimonio Inicial 

La Fundación debe contar con un patrimonio inicial que posibilite el 

cumplimiento de los fines propuestos en el estatuto. Ello es un requisito para obtener 

la autorización estatal para funcionar. El patrimonio inicial se conforma con el aporte 

patrimonial donado efectivamente por el fundador (que puede ser una persona física o 

jurídica)  y con los aportes futuros prometidos por el fundador o por terceros. El 

artículo 33 del Código Civil de Vélez Sársfield preveía que las fundaciones “no 

pueden depender exclusivamente de asignaciones del Estado”. 

Esa dotación inicial de bienes debe posibilitar “razonablemente” el 

cumplimiento del fin propuesto en el estatuto de la fundación. Será el organismo 

estatal de contralor el encargado de apreciar si ese requisito se cumple. Los 

organismos de contralor fijan “patrimonios mínimos” para la constitución de 

fundaciones, de modo que sólo puede constituirse una fundación si se asegura el 

aporte de ese capital. En la Provincia de Tucumán, el patrimonio mínimo fijado es de 

$12.00011. 

Para que una fundación tenga vida, hace falta un acto fundacional que 

implica esencialmente un acto de dotación de bienes. Ello puede hacerse por medio 

de una donación o por un acto de última voluntad (testamento). A fin de asegurarle a 

                                                           
11 Resolución de la Dirección de Personas Jurídicas (Nº 201, 31/07/2015). 
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la entidad su funcionamiento, y considerando la demora que conlleva el trámite de 

autorización estatal, el CCyCN prevé ciertos límites a la facultad de revocación de las 

promesas de donación que constan en el acto constitutivo: 

- Las promesas de donación hechas por los fundadores en el acto 

constitutivo son irrevocables a partir de la resolución de la Autoridad de Contralor 

que autorice a la entidad para funcionar como persona jurídica. Desde que la 

fundación obtiene la personería jurídica se convierte en un sujeto de derecho 

completamente distinto de su creador, y los bienes donados pasan a formar parte de 

manera definitiva del patrimonio de la entidad, convirtiéndose en irrevocable la 

donación. 

- Si el fundador fallece después de firmar el acto constitutivo, las 

promesas de donación no podrán ser revocadas por sus herederos una vez que se ha 

solicitado a la autoridad de contralor la autorización para funcionar como persona 

jurídica. De lo contrario, los herederos estarían desautorizando la voluntad del 

fundador. 

La ley confiere a la Fundación legitimación para demandar el 

cumplimiento de las promesas de donación hechas a su favor por parte del fundador o 

terceros. Así, dispone que no le serán oponibles las defensas vinculadas a la 

revocación hecha antes de la aceptación de la donación ni la relativa al objeto de la 

donación (cuando constituya todo el patrimonio del donante o una parte indivisa de 

él), o cuando el donante no tenga la titularidad dominial de lo comprometido. 

La Inspección General de Justicia (IGJ) sostuvo que una fundación 

“carecía de patrimonio cuando los bienes que se dice que la integran no lo hacen, no 

se mencionan en el estatuto sumas concretas, y sólo le es cedido a la entidad bienes 

en usufructo”12. 

El otro aspecto que se debe apreciar para autorizar el funcionamiento de 

una fundación es si de los antecedentes del fundador, de las personas contratadas para 

dirigir la entidad o de las características del programa a desarrollar, resulta la 

                                                           
12 Resolución de la Inspección General de Justicia (Nº 1.004, 1988). 
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capacidad para realizar los objetivos previstos en el estatuto. De esta manera, el 

Código deja abierta la posibilidad de evaluar la capacidad potencial de la Fundación 

para obtener los recursos económicos que requiere su proyecto de bien común. 

6. Aportes 

El patrimonio inicial de la fundación debe ser acreditado ante el Órgano de 

Control. El patrimonio de la fundación se conforma con los aportes que son fruto del 

acto de dotación. Pueden ser dinerarios o no.  

- Aportes Dinerarios: El dinero en efectivo o los títulos valores que 

integran el patrimonio inicial deben ser depositados mientras dure el trámite de 

autorización, en el banco habilitado por la autoridad de contralor que corresponde a la 

jurisdicción en que se constituye la fundación. Una vez obtenida la personería, los 

administradores de la entidad deben concurrir al banco con el estatuto aprobado para 

obtener la liberación y el reintegro de los fondos. En la Provincia de Tucumán el 

depósito se efectúa en el Banco del Tucumán – Grupo Macro. 

- Aportes no dinerarios: Deben constar en un inventario con sus 

respectivas valuaciones, suscripto por Contador Público Nacional. De esta manera, la 

Autoridad de Control puede asegurarse de la existencia del “patrimonio inicial”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO III 

ESTATUTO Y DISOLUCIÓN 

Sumario: 1. El acto constitutivo; 2. Contenido del Instrumento; 3. 

Otorgamiento; 4. Reforma del Estatuto; 5. Disolución. 

 

 

1. El acto constitutivo 

Acto constitutivo y estatuto se confunden generalmente en un mismo 

instrumento. Resulta útil distinguir entre el instrumento constitutivo (“acto 

constitutivo” o "acta de constitución") y el estatuto, no porque exista una diferencia 

ontológica entre ellos, sino porque se redactan en instrumentos separados, dado que 

tienen finalidades distintas. 

En el “acto constitutivo” o “acta de constitución” se determinan los datos 

del fundador, sus obligaciones, nombre de la Fundación y Domicilio, objeto de la 

Fundación, el Patrimonio Inicial, los primeros integrantes del consejo de 

administración, el tiempo de duración de la Fundación y las personas facultadas para 

gestionar la autorización para funcionar. 

El “estatuto”, es el regulador de la vida interna de la Fundación. En él se 

establecen las cláusulas con vocación de permanencia que han de regir la vida de la 

Fundación, con prescindencia del momento fundacional y de las personas que la 

fundaron. 

Ambos instrumentos (acta constitutiva y estatuto) conforman un todo 

unitario en el momento de la constitución, pues los estatutos están aludidos en el acta 

constitutiva (se presenta como anexo) y deben ser aprobados en el mismo momento.
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2. Contenido del Instrumento 

El instrumento de constitución de la Fundación debe ser presentado ante la 

Autoridad de Contralor para su aprobación. El artículo 195 del CCyCN establece en 

forma clara cuáles son los requisitos que debe contener: 

- La identificación de los fundadores 

Cuando se trate de personas humanas, el artículo detalla claramente cuáles 

son los datos de identificación y filiación que hay que consignar (su nombre, edad, 

estado civil, nacionalidad, profesión, domicilio y número de documento de 

identidad). Si el acto fundacional es otorgado por apoderado, se debe consignar los 

mismos datos. 

El Código también prevé los datos que deben incluirse para el caso de que 

el fundador sea una persona jurídica: la razón social o denominación y el domicilio, 

acreditándose la existencia de la entidad fundadora, su inscripción registral y la 

representación de quienes comparecen por ella. Tratándose de una persona jurídica, la 

doctrina mayoritaria ha señalado que sólo está legitimado para decidir la creación de 

una fundación el órgano de gobierno de la persona jurídica (Por ejemplo La 

Asamblea en las SA), siempre que su objeto social así lo permita. Sin embargo, 

usualmente los órganos de contralor exigen solamente el pronunciamiento del órgano 

de dirección o administración (Por ejemplo el directorio en las SA). 

- Nombre y domicilio de la fundación 

Por ser atributos de las Personas Jurídicas, el estatuto deberá establecer en 

forma clara la denominación y el domicilio de la fundación. El organismo de 

contralor debe verificar e impedir que dos entidades lleven el mismo nombre; para 

ello, la denominación se asigna en forma previa a través de una “reserva de nombre” 

efectuada antes de redactar el estatuto. 

Existe libertad para elegir el nombre, pudiendo inclusive tratarse del 

nombre del fundador (persona física o jurídica), o de un tercero si se cuenta con su 

autorización, el cual debe ir precedido por la palabra “fundación”.  
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No puede elegirse una denominación que evidencie por sí misma un 

accionar contrario al bien común o induzca a error sobre el objeto de la entidad. En 

este sentido, la Inspección General de Justicia en el caso de la “Fundación Juan 

Domingo Perón” resolvió que “el nombre Juan Domingo Perón es un nombre de 

dominio común de los argentinos, pues alude a una persona pública, representa la 

figura de un ex presidente y aún más existe una calle que lleva este nombre; por 

consiguiente, es de libre uso por la comunidad siempre que no se ofenda con su 

utilización a la memoria del fallecido”13. 

El domicilio de la fundación debe ser establecido en forma clara, puesto 

que la entidad de control tiene sumo interés en poder visitar e inspeccionar su obra. 

No necesariamente debe coincidir el ámbito en el que la fundación realiza su 

actividad específica con el lugar donde se encuentra su domicilio, pues toda actividad 

social puede planificarse desde la administración de la entidad y cumplirse en un 

lugar diferente, sin que por ello el domicilio deba considerarse ficticio. 

- Determinación del objeto 

La designación del objeto de bien común debe ser preciso y determinado. 

Esta exigencia responde también al resguardo de la voluntad del fundador. El órgano 

de gobierno deberá velar para que ese objetivo no se distorsione, y el Organismo de 

Contralor debe procurar hacer respetar la intención del creador de la entidad. 

La determinación de la finalidad o el objeto de la fundación es un elemento 

esencial del negocio constitutivo. Si el objeto no se encuentra enunciado difícilmente 

se podrá apreciar si cumple con el requisito de bien común. 

El concepto de bien común se aprecia con sentido amplio, como sinónimo 

de licitud, pero debe mencionarse claramente la necesidad social que, en forma 

directa o subsidiaria con el Estado tiende a satisfacer la entidad. El objeto de la 

Fundación sólo puede modificarse cuando éste ha llegado a ser de cumplimiento 

imposible. 

- Patrimonio inicial 

                                                           
13 Resolución de la Inspección General de Justicia (Nº 1.564, 2004). 
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La Fundación debe tener patrimonio propio. En el acto constitutivo se 

deberán acreditar su existencia y los compromisos futuros de integración. El Código 

requiere que el patrimonio se exprese en moneda nacional. 

- Plazo de duración 

Las fundaciones tienen “vocación de perpetuidad”. Nuestra ley exige que 

el estatuto mencione el plazo de duración y la costumbre es consignar un plazo muy 

amplio (generalmente se establece en noventa y nueve años). Cuando el fundador se 

desprende de su patrimonio para crear una fundación, generalmente lo hace “para 

siempre”. 

La ley manda que el estatuto mencione el plazo de duración, de modo que, 

aun cuando la fundación tenga una vocación de perpetuidad, lo mismo debe 

consignarse el plazo. A diferencia de las asociaciones civiles que pueden constituirse 

a perpetuidad14, las fundaciones deben tener plazo de duración. 

- Organización del Consejo de Administración 

La ley impone que el estatuto organice el funcionamiento del Consejo de 

Administración. Los miembros del primer Consejo de Administración deben estar 

consignados en el acta de constitución. 

- Cláusulas atinentes al funcionamiento de la entidad 

El estatuto deberá establecer el régimen de reuniones, quórum, distribución 

de funciones y deberes y atribuciones de los órganos de la entidad. 

- Procedimiento y régimen para la reforma del estatuto 

Cualquier cambio o reforma en el estatuto cobra especial relevancia en 

materia de fundaciones, ya que implica modificar la voluntad primitiva del fundador. 

Por eso el procedimiento para su reforma debe estar específicamente determinado en 

el mismo estatuto y previsto por la misma persona que decide dar vida a la entidad. 

- Fecha de cierre del ejercicio anual 

Es una exigencia formal común a todas las personas jurídicas. 

- Régimen de disolución, liquidación y destino de los bienes 

                                                           
14 Art. 170, Código Civil y Comercial de la Nación. 
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También es necesario que el estatuto establezca el procedimiento en caso 

de disolución y liquidación del ente. 

- Plan Trienal de actividades 

La fundación debe presentar ante el Organismo de Control el plan para sus 

primeros tres años de actividades. La presentación de este plan, es condición para 

obtener la autorización estatal. Cumplido el plazo, se debe proponer un plan de acción 

para el próximo trienio. Este plan debe contener un pormenorizado detalle de las 

actividades que va a desarrollar la fundación, y las bases consistirán en un cuadro de 

ingresos y egresos previstos para ese período. Con esta exigencia el legislador ha 

buscado un mayor control sobre la efectividad de la obra de las Fundaciones. 

3. Otorgamiento 

El acto constitutivo de la fundación debe ser otorgado por: 

- El fundador o fundadores (o por su apoderado con poder especial), 

para el caso que se realice por acto entre vivos (mediante una donación). 

- Por la persona autorizada por el Juez de la Sucesión, si lo es por 

disposición de última voluntad (testamento). 

4. Reforma del Estatuto 

El estatuto debe establecer en forma clara el procedimiento de reforma. 

Para modificar el Estatuto hay que atenerse a la mayoría de votos que en él 

se exija. Si el estatuto nada prevé, el Código establece las siguientes pautas: 

- Cualquier reforma que pretenda hacerse en el estatuto, requiere por lo 

menos el voto de la mayoría absoluta de los integrantes del Consejo de 

Administración, esto es, la mitad más uno de los integrantes. 

- En los casos específicos de: modificación de objeto, fusión con 

entidades similares y disolución, se requiere el voto de dos tercios de los integrantes 

del Consejo de Administración. 

La modificación del objeto sólo puede considerarse cuando ha llegado a 

ser de cumplimiento imposible. El objeto no puede ser modificado por una cuestión 

de conveniencia a criterio de la conducción de la entidad. La idea es respetar, hasta 
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donde se pueda, la voluntad del fundador, de modo que el objeto sólo puede 

modificarse si ha llegado a ser de cumplimiento imposible. 

El Consejo de Administración debe solicitar la autorización de esa reforma 

al Organismo de Contralor, quien lo autorizará tratando de compatibilizar la nueva 

actividad de la Fundación con la primitiva voluntad del fundador. 

Cuando el objeto llega a ser de cumplimiento imposible, la entidad puede 

también fusionarse con otras entidades de “objeto análogo”, o disponerse su 

disolución, con la mayoría especial ya señalada. 

Un fallo en el caso “Fundación Virgen del Rosario c/ IGJ” dispuso la 

arbitrariedad de la Resolución del Ministerio de Justicia que había cancelado a esta 

Fundación la autorización para funcionar como persona jurídica, al considerar que el 

objeto devino de cumplimiento imposible cuando el Obispado renunció a la 

condición de beneficiario (en el caso, el Obispado Castrense desechó la colaboración 

de la entidad para el cumplimiento de su misión pastoral), pues ello importaba 

privarla de la posibilidad de subsistir a través del ejercicio legítimo de la facultad de 

modificar dicho objeto15. 

Para retirar a las fundaciones su autorización para funcionar, corresponde 

previamente y en base al objeto social de la misma, precisar si existe esa 

imposibilidad de alcanzar los fines a que alude la ley. En este aspecto debe actuarse 

con criterio estricto, no sólo porque en caso de duda debe estarse a la vigencia de la 

entidad, sino también por las consecuencias que tal decisión puede acarrear. 

5. Disolución 

La voluntad legislativa es que se agoten los medios tendientes a la 

continuidad de la vida institucional. Sólo cuando esa continuidad realmente deja de 

tener razón de ser debe adoptarse la extrema medida de decretar el fin de la 

Fundación. Es decir, cuando causales de fuerza mayor, impedimentos insalvables, 

paralicen virtualmente la actividad institucional, recién entonces puede pedirse la 

                                                           
15 Fundación Virgen del Rosario c/ IGJ (Cámara Nacional Civil Sala D, 06/03/2001). 
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disolución de la Fundación. Las Fundaciones pueden disolverse por decisión del 

Consejo de Administración o por decisión del Órgano de Contralor. 

En el primer supuesto, es decir por decisión del Consejo de 

Administración, deberá reunirse, y por mayoría de sus dos terceras partes, deberá 

resolverse la liquidación y designarse un liquidador que tendrá como tarea realizar los 

bienes, pagar las deudas, y de existir remanente, entregarlo al beneficiario previsto 

por la ley, una persona jurídica de carácter privado con objeto de utilidad pública, sin 

fines de lucro, y domiciliada en la República. La decisión de la disolución abre un 

proceso liquidatorio que culmina en cancelación de la personería jurídica y la entrega 

del remanente al beneficiario que apruebe el Órgano de Contralor. Las Fundaciones 

Extranjeras, que actúan mediante representaciones en nuestro país, pueden disolverse, 

liquidarse y volver con sus bienes remanentes a su casa matriz. 

En el segundo supuesto, es decir por decisión del Organismo de Control, la 

misma generalmente está precedida de una investigación previa o una intervención, 

en la que se determina que no se está cumpliendo con el objeto previsto por el 

fundador. La resolución debe estar fundada. 

Cuando una persona ha efectuado donaciones a una Fundación, lo donado 

entra al patrimonio de la entidad, y por lo tanto corre la misma suerte que el resto de 

los bienes en caso de posterior disolución o liquidación. El hecho que se reforme el 

estatuto, o se disuelva la Fundación y se traspasen sus bienes, no habilita a los 

donantes o a sus herederos a pedir la revocación de las donaciones. 

En caso de reforma del estatuto de la entidad, el donante que entregó 

bienes para el cumplimiento del objeto anterior deberá en principio aceptar que lo 

donado se destinará a la nueva finalidad de la entidad. 

Sólo procede la revocación si la donación se hizo bajo la condición de 

afectarla únicamente a la finalidad que luego se ha vuelto de realización imposible.



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPITULO IV 

GOBIERNO Y BENEFICIARIOS 

Sumario: 1. Los Órganos de Gobierno; 1.1. El Consejo de 

Administración; 1.2. El Comité Ejecutivo; 1.3. Otros Órganos; 2. 

Reuniones del Consejo de Administración; 3. Los Beneficiarios. 

 

 

1. Los órganos de Gobierno 

La Fundación carece de miembros, sólo tiene órganos de conducción y 

beneficiarios. El Código reglamenta el funcionamiento de dos órganos de gobierno de 

la Fundación: el Consejo de Administración y el Comité Ejecutivo. 

1.1 El Consejo de Administración 

Es el órgano máximo de la Fundación, se encarga del gobierno y la  

administración. 

El número mínimo de miembros está fijado por ley en tres integrantes, 

quienes generalmente distribuyen entre sí los cargos de presidente, secretario y 

tesorero o denominaciones similares, contando además con el número de vocales que 

desee el fundador. El número máximo de integrantes debe estar establecido en el 

estatuto. 

Los fundadores, una vez creada la Fundación, son personas extrañas al 

ente, pero el Código les permite ocupar cargos en el Consejo de Administración y los 

faculta a designar nuevos consejeros cuando se produzca una vacancia o el 

vencimiento del cargo. La participación del fundador dentro de la vida de la 

Fundación no confunde su personalidad con la del ente creado por él, se mantiene la 

distinción de patrimonios y de responsabilidad entre ambas personas. 
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No se prevé en el Código la actuación por apoderado, pero generalmente 

en los estatutos se establece que el cargo es personal e indelegable. 

En el acto constitutivo de la Fundación deben ser designadas las 

autoridades que se harán cargo del gobierno y administración de la entidad por el 

término inicial del funcionamiento de la institución. En esa oportunidad, son los 

propios fundadores quienes nombran a los miembros del cuerpo, pudiendo recaer las 

designaciones en los mismos fundadores o en terceras personas, no fundadoras, a 

quienes se haya convocado expresamente y acepten formalmente sus cargos en el 

mismo acto constitutivo. 

El estatuto puede delegar la designación de consejeros en instituciones 

públicas o en entidades privadas sin fines de lucro. 

El Consejo de Administración puede contar con miembros permanentes o 

temporarios. Permanentes son aquellos que fueron designados para ocupar el cargo 

hasta su muerte o hasta que dure la Fundación. 

El Consejo tiene amplias funciones de gobierno y ejerce, a través de su 

presidente, la representación legal de la entidad. El estatuto puede prever que 

determinadas decisiones requieran siempre el voto de los miembros permanentes y 

que sean éstos quienes designen a los temporarios. 

Las decisiones sujetas al voto de los miembros permanentes del Consejo 

son aquellas que establezca el estatuto, pero generalmente se refiere a cuestiones 

trascendentes para la vida de la Fundación. 

El cargo de consejero presenta las siguientes características: 

- Los integrantes del Consejo de Administración deben ser personas 

humanas16, con lo cual se veda la posibilidad de integrar el consejo con personas 

jurídicas, las cuales podrían intervenir a través de su representante. 

- Su cargo es honorario. Es una norma clásica de las Fundaciones. Se 

exige a los miembros que ocupan un lugar en el órgano de gobierno de la entidad una 

actitud altruista alejada de toda especulación de ganancia personal. Por ello el cargo 

                                                           
16 Art. 201, Código Civil y Comercial de la Nación 
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de consejero es gratuito, con la única excepción del reembolso de gastos permitido 

por el Código. Esta gratitud se compadece con la ausencia de lucro y el carácter 

benéfico de las fundaciones y con la vocación altruista que se espera de quienes están 

llamados a conducirlas. Los consejeros pueden cumplir dentro de la Fundación, otras 

tareas distintas de las tareas de dirección (por ejemplo tareas docentes en una 

universidad privada) y nada obsta a que dichas ocupaciones sean remuneradas. 

- Los miembros del Consejo sólo pueden ser removidos por el voto de al 

menos dos terceras partes de sus integrantes. Es posible también determinar un 

régimen de caducidad automática de los mandatos en caso de ausencias reiteradas y 

no justificadas en las reuniones. La Doctrina ha señalado que, para que funcione la 

caducidad automática de los cargos debe existir una disposición estatutaria que fije 

con claridad los parámetros para determinar a qué se considerarán ausencias 

reiteradas y a que ausencias no justificadas. Por otro lado, una medida de tal 

naturaleza, siempre implica una sanción, y por ende, deben observarse los requisitos 

indispensables de previa comunicación de la infracción, el derecho de defensa o 

justificación debida y, en su caso, la resolución expresa debidamente fundamentada, 

emanada del consejo de administración con los recaudos de quórum y mayorías 

necesarias. 

- Sus derechos y obligaciones se rigen por la ley y las normas 

reglamentarias en vigor, por los estatutos y (subsidiariamente) por las reglas del 

contrato de mandato. La violación de estas normas por parte del consejero, lo hace 

responsable personalmente. La acción de responsabilidad puede promoverla tanto la 

Fundación como la Autoridad de Contralor, sin perjuicio de las sanciones de tipo 

administrativa y las medidas que dicha autoridad pueda adoptar respecto de la 

Fundación y de los integrantes del Consejo. 

- No se establecen prohibiciones o incompatibilidades para ocupar el 

cargo de consejero, pero se han considerado aplicables por analogía las disposiciones 

que en materia de sociedades contiene el artículo 264 de la Ley General de 



- 28 - 
 

 

Sociedades y las del artículo 13 de la ley 20.321 en materia de Mutuales (véase tales 

disposiciones). 

- Cuando se producen la vacancias de cargos que hacen imposible el 

funcionamiento del cuerpo, y no se pueda por medio de las previsiones estatutarias 

designar otros integrantes, o los previstos como reemplazo se niegan a aceptar los 

cargos, es la Autoridad Administrativa de Contralor quien debe reorganizar el 

gobierno de la entidad para evitar la paralización de sus actividades y, en 

cumplimiento de su misión, puede designar nuevas autoridades. Así lo ha expresado 

la Inspección General de Justicia, al resolver el caso Fundación María Costa de 

Palacio“…la finalidad del Estado de preservar toda actividad de bien común, la 

existencia de un inmueble apto para cumplir con los fines de la institución y la 

capacidad de la entidad de recibir fondos de terceros, conducen forzosamente a la 

intervención de la Autoridad Administrativa de Control en la reorganización de la 

administración de la Fundación…”17. En dicho caso, fueron los albaceas designados 

en la sucesión del fundador quienes pidieron la intervención de la IGJ para que 

reorganice el Consejo de Administración, pues todos sus integrantes habían 

renunciado y la única persona que no lo había hecho residía en Brasil. 

1.2 El Comité Ejecutivo 

El Comité Ejecutivo es un órgano de administración de la Fundación, que 

se ocupa diariamente de las tareas ordinarias. Puede o no existir, según lo disponga el 

Estatuto.  

Puede estar integrado por miembros del Consejo o por terceros, rinde 

cuentas al Consejo y puede delegar funciones en otras personas, por ejemplo, director 

ejecutivo, o cargo similar. 

Si bien no es un órgano indispensable para la existencia de la Fundación, 

en la práctica es de gran utilidad, ya que aun cuando el Consejo se reúna 

periódicamente, la entidad necesita ser eficientemente dirigida por personas que 

diariamente atiendan sus necesidades y procuren el cumplimiento de sus fines. 

                                                           
17 Resolución de la Inspección General de Justicia (Nº 1.549, 2003). 
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1.3 Otros Órganos 

Si bien el Código sólo prevé la existencia del Consejo de Administración y 

del Comité Ejecutivo, es frecuente que existan (cuando la magnitud de la Fundación 

lo requiera) diversas comisiones para entender en cada una de las actividades 

propuestas en el plan de acción de la entidad. 

Los llamados “Consejos Asesores” son órganos internos que tienen como 

función asesorar al Consejo en temas específicos, pudiendo el estatuto autorizarlos a 

emitir informes o dictámenes, y a concurrir con voz, pero sin voto, a las reuniones del 

Consejo. 

También resulta posible la existencia de un Órgano de Contralor, 

denominado “Comisión Revisora de Cuentas” o “Sindicatura”, encargado de 

fiscalizar las cuentas de la entidad y el correcto empleo de los fondos destinados a la 

Fundación. Resulta llamativo que el nuevo Código imponga un órgano de 

fiscalización para las asociaciones civiles cuando cuenten con más de cien asociados 

y en las simples asociaciones de más de veinte miembros y no establezca un órgano 

similar para las Fundaciones. 

Tanto el funcionamiento del Consejo de Administración, del Comité 

Ejecutivo como de los demás órganos de la entidad se rigen por las disposiciones del 

estatuto, pero el Código establece algunas normas de carácter supletorio. 

2. Reuniones del Consejo de Administración 

El Consejo de Administración y el Comité Ejecutivo, deben llevar a cabo 

reuniones a fin de tomar las decisiones a través de las cuales la Fundación va a 

desarrollar su actividad estatutaria. 

A tal efecto, el estatuto debe prever el régimen de reuniones ordinarias y 

extraordinarias. Las sesiones ordinarias se celebran periódicamente para atender 

asuntos corrientes de la marcha de la entidad, como por ejemplo, la inversión de los 

fondos recibidos o la evaluación de las actividades realizadas. Las sesiones 

extraordinarias son citadas por el presidente por propia decisión o a pedido de los 
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consejeros para tratar cuestiones de importancia institucional, como por ejemplo, una 

reforma estatutaria, la disolución de la entidad o el cambio del plan de actividades. 

Todo lo referente a la vida de la Fundación (incluso las reuniones del 

Consejo de Administración o del Comité Ejecutivo) se debe regir por las pautas 

fijadas en el estatuto. No obstante, el Código establece al respecto algunas pautas 

supletorias: 

- El quórum (es decir la cantidad de integrantes necesarios para celebrar 

la reunión) del Consejo de Administración como del Comité Ejecutivo, debe ser la 

mitad más uno de sus integrantes (mayoría absoluta). Esta mayoría del quórum no se 

requiere para la designación de nuevos integrantes del Consejo de Administración 

cuando su concurrencia se ha tornado imposible. De esta forma se evita que el 

Órgano de Administración de la entidad, y la entidad misma, queden paralizados por 

no poder tomarse las decisiones orgánicas respectivas por falta de quórum estatutario 

como consecuencia de la vacancia de los cargos. Así, serán los consejeros que 

concurran a la reunión (aunque no sean la mitad más uno de sus integrantes) los que 

designen a los nuevos miembros del Consejo de Administración. 

- Las decisiones se toman por mayoría absoluta de los votos de los 

miembros presentes, excepto que la ley o el estatuto requieran mayorías calificadas. 

En caso de empate, el presidente del Consejo de Administración o del Comité 

Ejecutivo tiene doble voto. 

- De las reuniones y decisiones de cada órgano se debe dejar constancia 

en el Libro de Actas, en el cual se hará un resumen con los detalles mas relevantes de 

la convocatoria y de lo actuado. 

La Inspección General de Justicia en el caso “Fundación Florencio Molina 

Campos” ha establecido que “cuando el estatuto de una Fundación contradice el 

régimen de mayorías previsto en la ley, el Organismo de Control está facultado para 

intimar al Consejo a modificar el estatuto a fin de hacerlo compatible con la ley”18.  

3. Los Beneficiarios 

                                                           
18 Resolución de la Inspección General de Justicia (Nº 266, 2003). 
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La Fundación no tiene miembros, pero tiene beneficiarios, que son quienes 

constituyen el sustrato personal de la Fundación. Los beneficiarios no forman parte de 

ella, sin embargo constituyen la razón de su existencia. A tal efecto, es necesario que 

el estatuto y el plan de acción de la Fundación los identifique. 

Los beneficiarios pueden estar individualizados en forma precisa (por 

ejemplo una Fundación creada para sostener la Escuela de Alta Montaña de 

Hualinchay, ubicada en la localidad de San Pedro de Colalao) o en forma genérica, 

por pertenencia a un grupo (por ejemplo una Fundación para ayudar a los pobres). 

La doctrina discute si los beneficiarios pueden reclamar a la Fundación el 

cumplimiento de su finalidad y obtener personalmente los beneficios previstos. La 

respuesta, se dice, depende del grado de individualización del beneficiario: 

- Si la individualización es precisa, parecería existir una suerte de 

“derecho subjetivo” y se reconoce amparo judicial a los beneficiarios si los 

administradores de la entidad no cumplen la manda del fundador. 

- Si la individualización no es tal, aunque haya un “interés legítimo”, no 

habría acción judicial para reclamar el beneficio, lo que no obsta a denunciar ante la 

Autoridad de Contralor el incumplimiento de las finalidades de la Fundación.



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO V 

CONTRALOR Y RECURSOS 

Sumario: 1. El Contralor Estatal; 2. La Autoridad de Contralor; 3. 

Atribuciones de la Autoridad de Contralor; 4. Recursos. 

 

 

1. El Control Estatal 

Las Fundaciones están sujetas al “control estatal”. La presencia de la 

función pública en el control de la vida de la Fundación ha sido una constante a lo 

largo de la historia, que en un primer momento fue confiada al poder eclesiástico y 

posteriormente a la autoridad civil. 

A diferencia de lo que ocurre con las empresas, que cuentan entre sus 

miembros con los mejores ejecutores del control, las Fundaciones están huérfanas de 

ellos y sólo tienen distantes beneficiarios de sus fines y servicios, lo que obliga a 

redoblar el cuidado que el Estado debe poner en orden a su vigilancia y control. 

Se discute si el Estado sólo debe “controlar” el cumplimiento de los fines 

altruistas y tratar de hacer respetar la voluntad del fundador o debe asumir la función 

de “protectorado”, asesorando y prestando a las entidades todo tipo de ayuda 

tendiente al cumplimiento de sus fines generales. 

En nuestro sistema legal la Autoridad Administrativa de Control tiene 

asignadas funciones de vigilancia y fiscalización sobre el funcionamiento de las 

Fundaciones. No se ha previsto, en forma específica, una función de protectorado, las 

resoluciones administrativas en la materia incluyen obligaciones periódicas de las 

Fundaciones hacia el Órgano de Contralor de su jurisdicción de toda la información
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que ella les requiera, pudiendo de esta manera verificar si los planes programados son 

viables, si su actividad coincide con su finalidad de bien común o si se ha 

desvirtuado, etcétera.  

2. La Autoridad de Contralor 

La Inspección General de Justicia (IGJ), es un organismo dependiente del 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Tiene la función de 

fiscalizar a las sociedades por acciones (excepto las sometidas al control de la 

Comisión Nacional de Valores) a las Sociedades de Responsabilidad Limitada 

comprendidas en el inciso 2°) del artículo 299 de la Ley General de Sociedades, a las 

Sociedades Extranjeras que hagan ejercicio habitual en el país de actos comprendidos 

en su objeto social, a las sociedades que realicen operaciones de capitalización y 

ahorro, y a las Asociaciones Civiles y Fundaciones, en la medida que fijen su 

domicilio legal en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Por la importancia de las funciones registrales y de control a su cargo, la 

IGJ tiene un rol trascendente en la vida económica y social del país, tanto en lo que 

hace al desarrollo de los negocios como al del bien común. 

Las funciones que ejerce la IGJ son indelegables y se complementan con 

las realizadas en otras jurisdicciones por los organismos registrales de las distintas 

provincias. 

En Tucumán, el organismo a cargo del registro, contralor y fiscalización de 

las Fundaciones con domicilio en la provincia es la “Dirección de Personas 

Jurídicas”, dependiente de la Fiscalía de Estado, con sede en calle 24 de Septiembre 

673 de San Miguel de Tucumán. 

 Desde el año 2010, con motivo de la sanción de la Ley Provincial Nº 

8.367 por la cual la Dirección de Personas Jurídicas tomó a su cargo las funciones 

atribuidas al Registro Público de Comercio, el Órgano de Contralor quedó 

estructurado de la siguiente manera: 

- Subdirección de Personas Jurídicas: a cargo de las funciones de 

contralor de las Asociaciones Civiles y Fundaciones. 
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- Subdirección de Registro Público: a cargo de la función de contralor y 

Registro de las Sociedades por Acciones, las Uniones Transitorias de Empresas, las 

Agrupaciones de Colaboración Empresaria, las Transferencias de Fondos de 

Comercios y las Matrículas de Comerciantes.  

3. Atribuciones de la Autoridad de Contralor 

La Autoridad de Contralor tiene las siguientes atribuciones 

- Aprobar los estatutos y sus reformas. 

- Fiscalizar su funcionamiento y el cumplimiento de las disposiciones 

legales y estatutarias que la rigen. 

- Fiscalizar la disolución. 

- Solicitar a las autoridades judiciales la designación de administradores 

internos de las Fundaciones, cuando no se llenan las vacantes de sus órganos de 

gobierno o cuando carecen temporariamente de tales órganos. 

- Suspender, en caso de urgencia, el cumplimiento de las deliberaciones 

o resoluciones contrarias a las leyes o los estatutos, y solicitar a las autoridades 

judiciales la nulidad de esos actos. 

- Solicitar a las autoridades la suspensión o remoción de los 

administradores que hubieran violado los deberes de su cargo, y la designación de 

administradores provisorios. 

- Convocar al Consejo de Administración a petición de alguno de sus 

miembros, o cuando se compruebe la existencia de irregularidades graves. 

- En los casos de cambio de objeto, no sólo se admite la facultad de fijar 

el nuevo objeto de la Fundación (cuando se ha tornado de cumplimiento imposible) 

sino también su “ampliación” (cuando ello permita un mejor desenvolvimiento de la 

Fundación, que redunde en un mayor beneficio público). En tal caso, tiene las 

atribuciones necesarias para modificar los estatutos de conformidad con ese cambio. 

- La Autoridad de Control está facultada para requerir información de 

otras reparticiones públicas a fin de controlar el cumplimiento del objeto de la 

Fundación. De esta manera, se establece un deber de colaboración por parte de los 
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organismos oficiales (AFIP, Dirección General de Rentas, etcétera) para que brinden 

a la Autoridad de Contralor la información que ésta requiera y el asesoramiento 

necesario para poder evaluar la factibilidad y la ejecución de los planes de acción 

presentados por las Fundaciones. 

4. Recursos 

Las decisiones del Organismo de Control que deniegan la personería, como 

así también aquellas que disponen la nulidad de las resoluciones del Consejo, las que 

fijen el nuevo objeto de la entidad, las que disponen la fusión o coordinación entre 

dos o más Fundaciones, y aquellas que denieguen la autorización de representación 

de Fundaciones Extranjeras o revoquen las ya concedidas, pueden ser recurridas ante 

el Poder Judicial. 

El recurso se interpone ante la correspondiente Cámara de Apelaciones con 

competencia en lo Civil, quien resolverá sumariamente revocando o confirmando la 

resolución, previo traslado al Organismo de Contralor.  

La intervención de los entes de control en estos recursos no los convierte 

en parte del proceso en el sentido dispuesto por el Código Procesal, ya que no actúan 

en defensa de un interés propio sino como poder público en defensa de la legalidad de 

un acto administrativo de interés general. 

Como el acto administrativo goza de presunción de legitimidad, incumbe a 

quien lo reputa arbitrario o ilegal demostrar que la decisión impugnada resulta 

contraria a la justicia o a la razón. 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO VI 

TRÁMITES DE CONSTITUCIÓN E INSCRIPCION 

Sumario: 1. Trámites en la Dirección de Personas Jurídicas; 1.1. Reserva 

de Nombre; 1.2. Solicitud de Personería Jurídica; 1.3. Resolución de 

Personería Jurídica; 2. Otros trámites ante la Dirección de Persona 

Jurídica; 2.1. Cambio de Domicilio; 2.2. Reforma del Estatuto; 2.3. 

Renovación de Autoridades; 3. Trámites de Inscripción en la AFIP; 4. 

Trámites de Inscripción en la DGR; 5. Trámites de Inscripción en la 

DIM. 

 

 

1. Trámites en la Dirección de Personas Jurídicas 

A continuación se detalla el trámite de constitución de las Fundaciones 

ante la Dirección de Personas Jurídicas (DPJ), con indicación de los formularios 

intervinientes19. 

1.1 Reserva de Nombre 

Es un trámite de carácter obligatorio y previo a la Constitución de 

Fundación. Se debe presentar el Formulario Nº 1 “Reserva de Nombre” (por 

duplicado), con una propuesta de tres a cinco nombres. La DPJ se expedirá en el 

término de tres días hábiles, notificándose lo resuelto a través de mesa de entradas 

(plazo de veinte días para su notificación).  

Resuelto y notificado el nombre a utilizar, se deberá presentar una nota 

dirigida al Director de la DPJ, por la cual se comunica la intención de constituir una 

Fundación, solicitando se autorice la reserva del nombre que se pretende utilizar 

como denominación de la misma. 

                                                           
19 Resolución de la Dirección de Personas Jurídicas (Nº 201, 2015). 
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La reserva de nombre que se determine mediante esta presentación, tendrá 

una validez de treinta días corridos (improrrogables), los que se contarán a partir de la 

notificación del nombre designado, por la Mesa de Entradas de la DPJ. 

El trámite puede ser realizado por: el Fundador, los miembros del Consejo 

de Administración de la Fundación a constituir y toda persona con poder o 

autorización suficiente para la realización del trámite. 

1.2 Solicitud de Personería Jurídica 

Se utiliza el Formulario Nº 3 “Constitución de Fundaciones”, por 

duplicado, que sirve de carátula del expediente de Solicitud de Personería Jurídica, 

debiendo presentarse en una carpeta negra tamaño oficio lo siguiente: 

- Acta de Constitución o Fundación. Puede utilizarse un modelo tipo 

(aprobado mediante Resolución 201/2015 de la DPJ) o un acta propia redactada. En 

ambos casos, deberá presentarse un “acta borrador” firmada por Presidente y 

Secretario del Consejo de Administración y su/s fundador/es, la que será revisada por 

profesional dictaminante para autorizar recién su confección como instrumento 

público ante el escribano. 

- Estatuto. Puede utilizarse un modelo tipo (aprobado mediante 

Resolución 201/2015 de la DPJ) o uno propio redactado, con firma del Presidente y 

Secretario en todas sus hojas. En el caso de utilizar el Estatuto tipo, debe ser el 

provisto por la DPJ o su auténtica copia, y no transcripto. Si se trata de un estatuto 

propio, debe cumplir los mismos recaudos indicados en el apartado anterior. 

- Nómina de Consejo de Administración. Debiendo consignarse datos 

particulares y firma de cada uno de los miembros al margen de cada cargo. 

- Nómina de adherentes con datos particulares si los hubiera. 

- Fotocopia del DNI de todos los miembros del Consejo, con firma del 

presidente y secretario. 

- Declaración Jurada de todos los miembros del Consejo de 

Administración que no se encuentran afectados por incompatibilidades e 

inhabilidades legales o reglamentarias para ocupar los cargos. 
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- Currículum Vitae de los Miembros del Consejo de Administración que 

acredite, en base a los antecedentes declarados, condiciones e idoneidad para el 

desarrollo del objeto propuesto. 

- Plan Trienal con detalle de las actividades a desarrollar en el primer 

trienio, firmado por fundador/es, Presidente y Secretario. El mismo debe estar 

acompañado por su correspondiente Base Presupuestaria, en la que se detallarán los 

ingresos y egresos estimados años por año, firmada por fundador/es, Presidente y 

Tesorero. Se deberá acompañar un informe acerca del origen de los ingresos y 

egresos estimados y posibilidades de cumplimiento, firmada por Contador Público 

Nacional independiente, cuya firma deberá ser certificada por el Colegio de 

Graduados en Ciencias Económicas, recién cuando el dictamen se lo reclame. 

- La titularidad del domicilio declarado como sede de la Fundación se 

acreditará de la siguiente manera: 

a) Si la propiedad ha sido donada a la Fundación o fuera de titularidad de 

alguno de los miembros del Consejo de Administración: presentando escritura 

pública o boleto de compraventa, original y copia (el original se restituye de 

inmediato) 

b) Si la sede fuera alquilada por la Entidad: Debe presentarse el contrato de 

locación original y copia (el original se restituye de inmediato) con firma certificada 

por Escribano Publico y sellado.  

c) Si la sede fuese alquilada por un tercero, es decir alguien que no integra 

el Consejo de Administración o Fundador, permitiendo el tercero el uso del inmueble 

por parte de la Fundación, y tuviese cláusula que no permite otro uso, el locador 

deberá prestar conformidad por nota con firma certificada por Escribano Publico. 

d) Si se otorga autorización de uso por parte de un tercero ajeno propietario 

(no fundador ni miembro del consejo) deberá presentar, además de la Escritura o 

Boleto de Compraventa, contrato de comodato con todas las formalidades y sellados, 

o simple autorización por escrito, certificada por escribano público. 
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La DPJ podrá requerir otra documentación (impuestos, declaración de 

testigos, etc.) si considera necesario a los fines de verificar el domicilio. 

- Realizar un deposito inicial del patrimonio en el Banco del Tucumán 

Grupo Macro, o el que sea designado oportunamente, por la suma de $12.000. 

También se podrá presentar declaración de bienes patrimoniales por monto máximo 

equivalente al 50% de la suma mínima exigida, es decir $6.000, con firma del 

Presidente, Tesorero y Contador Público Independiente (certificada la rúbrica de este 

último por Colegio de Graduados en Ciencias Económicas), debiendo completarse el 

saldo con depósito en Banco. La existencia de los bienes declarados será constatada 

al momento de verificación del domicilio. 

- También podrá presentarse toda otra documentación que se crea de 

interés, debiendo estar firmada por Presidente y Secretario. 

- Formulario Nº 11 “Veedor”. El monto del mismo varía según la 

distancia donde se realizará la verificación domiciliaria y de bienes si correspondiere. 

La fecha de verificación será fijada por el interesado, luego de ser autorizada la 

misma por dictamen del profesional interviniente. Se sugiere adjuntar un croquis de 

ubicación del domicilio, a fin de facilitar su identificación. 

- Sellado de actuación administrativa de $1 por cada hoja, que se 

adquiere en la Dirección General de Rentas. 

Toda esta documentación se presenta por Mesa de Entradas, asignando en 

ese momento un número de registro provisorio. 

1.3 Resolución de Personería Jurídica  

Analizada la documentación anterior, sin observaciones o habiéndose 

subsanado las mismas, el Subdirector de Personas Jurídicas emite dictamen favorable. 

Se remiten las actuaciones a fin que el Director de Personas Jurídicas emita 

resolución otorgando personería jurídica. Todo ello en el plazo de diez días hábiles 

desde la fecha de presentación de la documentación consignada en el ítem anterior. 

La Resolución estará disponible en Mesa de Entradas para su notificación 

por un plazo máximo de veinte días hábiles. 
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La Fundación retira copia autenticada de la Resolución de otorgamiento de 

Personería Jurídica, Acta Fundacional y Estatuto. También se hace entrega de la 

boleta de depósito autorizada por el Director para retirar el capital inicial depositado 

en el banco. 

La carpeta pasa para archivo y se otorga un número de registro definitivo.  

2. Otros trámites ante la Dirección de Persona Jurídica 

2.1 Cambio de Domicilio 

Se utiliza el FORMULARIO Nº 7. Se debe adjuntar: 

- Copia del Acta de Consejo de Administración tratando el cambio de 

domicilio legal, teniendo en cuenta el quórum exigido en el estatuto de la entidad 

(copia autenticada, con firma en tinta azul del presidente y secretario). Este 

procedimiento se realiza si el domicilio (calle y número) no consta en estatuto. En 

caso de constar, deberá realizarse siguiendo el procedimiento “Reforma del Estatuto”. 

- Título de propiedad (escritura o boleto de compraventa, éste último de 

no más de 10 años de antigüedad), cuando sea propiedad de la Fundación o de alguno 

de los miembros del Consejo de Administración. 

- Cuando la titularidad del inmueble no pertenezca la Fundación o a un 

Miembro del Consejo de Administración, además del Título de Propiedad, se deberá 

adjuntar instrumento por el cual el titular del dominio autoriza a la Fundación al uso y 

goce del inmueble (contrato de locación, contrato de comodato, nota de autorización 

con firma certificada por juez de Paz o Escribano Público). 

- Constatación domiciliaria realizada por Escribano Público. 

El trámite puede ser realizado por los Miembros del Consejo de 

Administración o el Apoderado debidamente acreditado. La documentación se 

presenta por Mesa de Entradas. 

 

2.2 Reforma del Estatuto 

Se utiliza el Formulario Nº 8. Se debe adjuntar:  
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- Copia de Acta de Reunión de Consejo de Administración que aprobó 

la reforma estatutaria (copia autenticada con firma en tinta azul del presidente y 

secretario), que detalle cada uno de los artículos modificados, su aprobación 

individual por mayoría o unanimidad firmada por los presentes. 

- Nuevo texto ordenado del Estatuto reformado, con firma de presidente 

y secretario del Consejo de Administración en todas sus hojas.  

2.3 Renovación de Autoridades 

Se utiliza el Formulario N° 6. Se debe adjuntar: 

- Acta de Reunión de Consejo de Administración en la que se designa el 

nuevo Consejo con firma de los miembros del consejo y socios fundadores 

(Fotocopia extraída del libro de actas de Consejo de Administración autenticada con 

firma de presidente y secretario en tinta azul). 

- Nómina del Nuevo Consejo de Administración, que hubiera resultado 

electo, con datos completos (Cargo, Nombres y Apellido, DNI; domicilio real, 

teléfono, localidad y firma de cada uno al lado de sus datos personales). 

- Fotocopia de DNI de los miembros si no estuviesen antes presentados. 

Toda firma debe venir con aclaración de la firma y cargo del firmante 

3. Trámites de Inscripción en la AFIP 

Los trámites de Inscripción ante la AFIP tienen dos etapas 

- Solicitud de CUIT 

- Inscripción en los distintos Impuestos. 

En este capítulo, abordaremos la etapa referida a la solicitud de CUIT. En 

el Capítulo VII, se abordará la etapa atinente a la inscripción y tratamiento en los 

distintos impuestos. 

La solicitud de CUIT deberá realizarla el Presidente del Consejo de 

Administración utilizando el aplicativo provisto por AFIP "Módulo de Inscripción de 

Personas Jurídicas (MIPJ)", el cual permitirá generar el Formulario 420/J. 

Luego, utilizando la clave fiscal a través de la relación "Presentación de 

DDJJ y Pagos" deberá remitir la declaración jurada generada por el aplicativo. Como 
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constancia de la presentación efectuada, el sistema emitirá un acuse de recibo con su 

correspondiente número de transacción. 

Dentro de las 24 horas siguientes a la transferencia efectuada, el solicitante 

deberá ingresar con clave fiscal a la relación "e-ventanilla" (domicilio electrónico) a 

fin de  consultar el resultado del trámite. Una vez aceptada la solicitud, deberá 

imprimir la constancia de "aceptación del trámite". 

El solicitante deberá presentarse en la dependencia AFIP que corresponda 

a la jurisdicción del domicilio de la persona jurídica que se pretende inscribir, dentro 

de los 30 días corridos siguientes a la aceptación del trámite, munido de la siguiente 

documentación: 

- El formulario de declaración jurada Nº 420/J. 

- El acuse de recibo de la presentación efectuada. 

- La impresión de la "aceptación del trámite". 

- Resolución de otorgamiento de Personería Jurídica, Acta Fundacional 

y Estatuto, debidamente certificadas por la Dirección de Personas Jurídicas. 

- Dos pruebas del domicilio fiscal  

4. Trámites de Inscripción en la DGR 

El tratamiento impositivo será analizado en el Capítulo VII. 

La inscripción se realiza mediante la utilización del Formulario de 

Declaración Jurada Nº 900 (F.900) en original y   duplicado. Se deberá adjuntar: 

- Resolución de otorgamiento de Personería Jurídica, Acta Fundacional 

y Estatuto, debidamente certificadas por la Dirección de Personas Jurídicas. 

- Constancia de inscripción y Reflejo de Datos Registrados del Sistema 

Registral de la AFIP. 

- En el caso en que el formulario Nº 900 (F.900) sea presentado por   

persona distinta al firmante, la firma del responsable respectivo deberá estar 

autenticada por entidad bancaria, juez de paz o escribano público.  

- En el caso en que el formulario Nº 900 (F.900) sea presentado y   

firmado por persona autorizada, apoderado o representante legal, corresponderá 
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acompañar fotocopia simple (debidamente rubricada por   el respectivo responsable) 

de la documentación que acredite el carácter invocado (poder), exhibiendo el original 

correspondiente. 

- Para el supuesto que el formulario Nº 900 (F.900) y documentación   

sean firmados por personas autorizadas por los sujetos pasivos, deberá utilizarse para 

la referida autorización el formulario 902 (F.902) por duplicado. Solo se admitirá que 

la firma del autorizante se   encuentre autenticada por entidad bancaria, juez de paz o 

escribano   público. 

- Abonar mínimo general de $225, que se utilizara como pago a cuenta 

del impuesto en caso de corresponder. 

La resolución del trámite es inmediata.  

5. Trámites de Inscripción en la DIM 

El trámite de Habilitación del local donde tendrá su sede la Fundación y el 

Empadronamiento se realiza en forma simultánea. La documentación exigida es la 

siguiente: 

- Formulario FHN1 “Consulta de Uso Conforme” y  FHN2 “Solicitud de 

Habilitación”, ambos por triplicado. 

- FOT30 “Formulario de Declaración Jurada de Tributo a la Publicidad 

y Propaganda – Contribuciones que inciden sobre la ocupación y/o uso de espacios de 

dominio público” 

- Formulario F25 “Formulario de Declaración Jurada de 

Empadronamiento Tributo Económico Municipal, Tributo de Publicidad y 

Propaganda, Contribuciones que inciden sobre la Ocupación y/o uso de Espacios de 

Dominio Público y/u Otros Tributos”. 

- Formulario FAE14 “Formulario de Declaración Jurada Anual de 

Categorización en el Tributo Económico Municipal”. 

- DNI del Presidente del Consejo de Administración o apoderado o 

persona autorizada, adjuntando poder otorgado por escribano o de la designación, 

según corresponda. 
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- Constancia de Inscripción de AFIP y reflejo de Sistema Registral. 

- Constancia de Inscripción DGR. 

- Contrato de locación del inmueble o Escritura o boleto de compraventa 

de la propiedad en caso de ser propietario. 

- Cumplimiento Fiscal del TEM (cuando la habilitación se solicita con 

posterioridad al Empadronamiento). 

- Estado de Cuenta regular del CISI del Inmueble. 

- Un CD con foto de la fachada del inmueble y de cada sucursal si las 

tuviere. 

- Todo otro requisito exigido por disposiciones nacionales o provinciales 

(por ejemplo, la habilitación del Siprosa si brindará servicios de atención médica).



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO VII 

TRATAMIENTO IMPOSITIVO 

Sumario: 1. Tratamiento en los Impuestos Nacionales; 1.1. Impuesto a las 

Ganancias; 1.1.1. Disposiciones Legales; 1.1.2. Reconocimiento de la 

Exención; 1.1.3. Trámite para obtener el Certificado de Exención; 1.2. 

Tratamiento en el IVA; 1.2.1. Disposiciones Legales; 1.2.2. El IVA 

contenido en las adquisiciones de bienes y servicios; 1.2.3. Obligación 

mensual de los sujetos exentos en IVA; 1.3. Tratamiento en los 

Impuestos Internos; 1.4. Tratamiento en el Impuesto a la Ganancia 

Mínima Presunta; 1.5. Tratamiento en el Impuesto a los Débitos y 

Créditos; 2. Tratamiento en los Impuestos Provinciales; 2.1. Impuesto 

Inmobiliario; 2.2. Impuesto sobre los Ingresos Brutos; 2.3. Impuesto 

de Sellos; 2.4. Impuesto Automotor y Rodados; 2.5. Impuesto a la 

Salud Pública; 2.6. Tasas Generales de Actuación; 3. Tratamiento en 

los Impuestos Municipales; 3.1. Contribuciones que inciden sobre los 

Inmuebles (CISI); 3.2. Tributo Económico Municipal (TEM); 4. 

Tratamiento en las Comunas. 

 

1. Tratamiento en los Impuestos Nacionales 

1.1 Impuesto a las Ganancias 

1.1.1 Disposiciones Legales 

El artículo 69 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, a través del apartado 

3 del inciso a), considera sociedades de capital a "las asociaciones civiles y 

fundaciones constituidas en el país en cuanto no corresponda por esta ley otro 

tratamiento impositivo". 

La mención a "otro tratamiento impositivo" se refiere a la exención 

prevista en el inciso f) del art. 20 de la misma ley, de cuya lectura se desprenden los 

requisitos para gozar de tal beneficio impositivo. 
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- Que se trate de asociaciones, fundaciones y entidades civiles de 

asistencia social, salud pública, caridad, beneficencia, educación e instrucción, 

científicas, literarias, artísticas, gremiales y las de cultura física o intelectual. 

La DGI (hoy AFIP) a través de la Resolución General Nº 1.432 del año 

1971 (aún se encuentra vigente) ha considerado que la enumeración es ejemplificativa 

(es decir, meramente enunciativa) pudiendo gozar de la exención “cualquier tipo de 

asociación y entidad civil que no persiga finalidad lucrativa utilitaria para sus 

asociados y que se proponga el bien común”20. 

En el año 2001, la Dirección de Asesoría Técnica (DAT) de la AFIP, ha 

indicado de manera expresa que el inciso f) del art. 20 "…no reviste carácter taxativo, 

ya que su sentido es el de explicitar el concepto de beneficio público por vía 

ejemplificativa...no es requisito esencial para el goce de la franquicia tener como 

objetivo una de las actividades expresamente enumeradas en la norma que prevé el 

beneficio exentivo, sino que pueden existir otros, siempre que cumplan una finalidad 

de bien público"21. 

Es decir que aquellas entidades que desarrollan sus actividades con el 

objeto de obtener el bienestar de un grupo de personas, quedarían incluidas en la 

exención, obviamente, si es que cumplen también con los demás requisitos exigidos. 

- Que las ganancias y el patrimonio social se destinen a los fines de 

su creación. 

La Ley de Impuesto a las Ganancias no prohíbe la existencia de una 

ganancia, sino que lo que prohíbe es que dicha ganancia no se destine íntegramente a 

la finalidad de bien común establecida en el Estatuto. El objetivo de la limitación es 

que no se utilice la fundación para el logro de beneficios propios, desvirtuando la 

propia naturaleza jurídica de este tipo de entes. 

- Que en ningún caso esas ganancias y/o el patrimonio se 

distribuyan, directa o indirectamente, entre los socios. 

                                                           
20 GIULIANI FONROUGE, Carlos y otros, Impuesto a las Ganancias. Análisis de Doctrina y 

Jurisprudencia, 4º Edición, Editorial Lexis Nexis, (Buenos Aires, 2007), pág. 253.  
21 Resolución de la Dirección de Asesoría Técnica AFIP (Nº 63, 2001).  
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Esta prohibición es lógica y razonable: si se trata de entidades sinfines de 

lucro, no pueden distribuir ningún tipo de ganancias y/o patrimonio a sus miembros, 

ya sea durante su gestión o al finalizarla vida de la misma. 

- Que no obtengan sus recursos, en todo o en parte, de la explotación 

de espectáculos públicos, juegos de azar, carreras de caballos y actividades 

similares, así como actividades de crédito o financieras, excepto las inversiones 

financieras que pudieran realizarse a efectos de preservar el patrimonio social. 

No se prohíbe la realización esporádica de estas actividades, sino su 

"explotación", es decir, la existencia de una actividad permanente y constante que en 

forma habitual utiliza dichas modalidades como fuente de recursos pecuniarios para 

lograr o mantenerlos fines de su creación. 

La Jurisprudencia ha entendido que “…las entidades de beneficio público 

del art. 20 inc. f) de la Ley de Impuesto a las Ganancias, se encuentran habilitadas, 

mientras no se desnaturalice la finalidad de su creación y el fundamento de la 

exención de que gozan, a realizar actividades que semánticamente puedan estar 

comprendidas en la expresión ´espectáculos públicos´ con la finalidad de obtener 

recursos para la realización de sus actividades de bien público…”22. 

La ley también castiga con la pérdida de la exención a aquellas entidades 

que desarrollen en forma permanente actividades de crédito y financiera23. Busca 

evitar que bajo la pretendida pantalla de una entidad benéfica se lleven a cabo 

actividades financieras. Desde luego que ello no impide que una entidad exenta 

efectúe operaciones financieras para la protección de sus propios activos, sino que 

prohíbe el ejercicio permanente de las mismas. 

- Que no desarrollen actividades industriales y/o comerciales. 

La restricción al desarrollo de actividades comerciales e industriales, tiene, 

sin lugar a dudas, el objetivo de evitar que, a través de este tipo de entes, se 

desarrollen verdaderos actos de comercio. Busca evitar la iniquidad que se produciría 

                                                           
22 Fundación APNA c/ DGI (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 

Federal Sala III, 10/11/1997). 
23 Ley de Reforma Tributaria (Nº 27.430, t.o. 2017). 
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si estas entidades exentas pudieran competir en el mercado con empresas privadas 

que estuvieran alcanzadas por el impuesto. 

Lo primero que debe definirse es que se entiende por "actividad industrial 

y/o comercial". Un memorando del año 2001 de la Dirección Nacional de Impuestos, 

analizó la expresión y consideró que no se encuentran comprendidos en la misma: la 

prestación de servicios, la obtención de productos agropecuarios para su venta no 

otras actividades que no tengan por objeto estrictamente la compraventa de cosas. 

Si los fondos que provienen de esa actividad comercial o industrial vuelven 

a inyectarse en el ente sin fines de lucro a efectos de financiarlas actividades 

desarrolladas poder cumplir con el objetivo de su creación ¿Pierde la exención por no 

cumplir con la norma?. 

La Dirección de Asesoría Técnica de AFIP, ha señalado que "…a efectos 

de reconocer la exención en el impuesto a las ganancias, deberá analizarse en cada 

caso en particular si la actividad comercial y/o industrial desarrollada resulta un 

medio o un fin en sí misma, lo cual deberá ser evaluado por el juez administrativo 

interviniente en función de los elementos de juicio pertinentes..."24. 

La Sala IV de la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo 

Federal, en la causa "Fundación Claretiana c/AFIP" en un fallo de fecha 13/12/2007 

ha resuelto que "…si bien la entidad se dedicaba a la venta de libros obteniendo 

ingresos que superaban los que percibía por el resto de las actividades que realizaba, 

los fondos recaudados eran destinados exclusivamente al sostenimiento de la 

actividad de bien común y no se distribuían entre los socios, por lo que la proporción 

respecto del total de los ingresos no puede significar, como lo entendía el Fisco 

Nacional, un óbice para el otorgamiento de la exención, en tanto tal requisito no está 

contenido ni implícita ni explícitamente en la ley de reconocimiento…". 

- Que las remuneraciones que se abonen a directores, ejecutores y 

controladores de estos entes de bien público no excedan el límite fijado por la 

ley. 

                                                           
24 Dictamen de la Dirección de Asesoría Técnica de la AFIP (Nº 82, 2002). 
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Debe analizarse en forma conjunta con lo establecido en el art. 44 del 

Decreto Reglamentario: "la limitación establecida en el penúltimo párrafo del art. 20 

de la ley, referida a las remuneraciones de los elencos directivos y de contralor de 

instituciones comprendidas en sus incisos f),…no será aplicable respecto de aquellas 

que retribuyan una función de naturaleza distinta efectivamente ejecutada por los 

mismos". 

En el caso de fundaciones, la propia ley de creación prohíbe el pago de 

remuneraciones a los miembros del Consejo de Administración, lo que no está 

vedado en las asociaciones civiles sin fines de lucro. El objetivo es evitar que se 

desvíen fondos que deberían ser aplicados a la consecución de los objetivos de la 

entidad, encubriendo una distribución de utilidades o un vaciamiento del ente. Esta 

restricción no es aplicable para las remuneraciones que compensen otras actividades 

distintas a la de ser integrantes de los órganos administrativos. Así, por ejemplo, en 

una fundación destinada a la atención médica de niños con determinado problema, un 

médico que presta sus servicios a dicha fundación pero a su vez es miembro del 

Consejo de Administración, puede ser retribuido por su tarea profesional, pero no por 

su tarea de integrante de la administración de la Fundación. 

1.1.2 Reconocimiento de la Exención 

El art. 34 del Decreto Reglamentario de la Ley de Impuesto a las 

Ganancias, establece que la exención se otorgará a pedido de los interesados, quienes 

deberán presentar la documentación que la AFIP considere conveniente. 

El otorgamiento de la exención por parte de la AFIP ¿es a título declarativo 

o constitutivo? 

Parte de la doctrina considera que lo único que hace la AFIP es reconocer 

la existencia de la exención, pero que debe otorgarse con efectos retroactivos desde la 

fecha de su constitución, ya que la exención emana de la ley y la AFIP lo único que 

debe hacer es declarar su existencia constatando el cumplimiento de los requisitos. 

Un fallo, al momento de resolver a partir de cuando tenía efecto la 

resolución por la cual se denegaba la exención en el Impuesto a las Ganancias a un 
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contribuyente, expresó "…la exención que se le reconoció estaba sujeta al 

cumplimiento de ciertas condiciones resolutorias por lo que en caso de verificarse 

alguna de ellas, caducaría. Por ello la resolución del organismo recaudador que 

revocó la exención, tiene efecto declarativo de una situación preexistente y no 

constitutivo, razón por la cual, debe aplicarse desde que se violaron las normas 

estatutarias”25. En otras palabras, la resolución proyecta sus efectos al momento en 

que dejó de cumplir con los requisitos legales requeridos para mantener la exención, 

dado que ésta sólo podría prevalecer mientras se cumpliera con las condiciones 

requeridas. Siguiendo el razonamiento, debería aplicarse el mismo criterio al 

momento de otorgarse la exención: debe reconocerse el carácter de exenta desde que 

se constituyó el ente, si es que desde ese momento, se han cumplido las exigencias 

legales, y no desde el momento en que el Fisco determine. 

Por otro lado, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 26se ha expedido 

en el sentido de indicar que, aunque los artículos 20 de la ley y 34 del DR establecen 

que la exención será otorgada por la AFIP mediante la emisión de un certificado, el 

solo hecho de que la entidad califique dentro de las disposiciones de la ley, la 

habilitan para encuadrarla como entidad exenta. Si bien el certificado de exención es 

importante para acreditar la condición de sujeto exento ante terceros, el hecho de no 

contar con él no lo descalifica como tal. 

Para el Fisco la exención se otorga desde el momento en que se solicita, y 

no con efecto retroactivo. El artículo 17 de la RG 2.681/2009 establece que el 

certificado de exención otorgado se otorgará por períodos anuales y producirá efectos 

"a partir de la fecha de vigencia que el mismo establezca". 

Cabe también resaltar que el Tribunal Fiscal de la Nación27, ha sentenciado 

que la exención opera desde su solicitud ante el Fisco y que toda entidad está sujeta al 

                                                           
25 Centro de Ayuda Mutua Empalme Sud c/ AFIP (Cámara Nacional de Apelaciones Contencioso 

Administrativo Federal Sala II, 30/05/2002). 
26 Unión de Trabajadores Gastronómicos de la República Argentina c/ AFIP (Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, 16/09/1999). 
27 Federación Ciclista Argentina c/ AFIP (Tribunal Fiscal de la Nación Sala D, 11/08/2004). 
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impuesto por los períodos anteriores a la solicitud, aún cuando cumpliera con los 

requisitos sustanciales. 

1.1.3 Trámite para obtener el Certificado de Exención 

En ejercicio de la función delegada, la AFIP ha dictado la RG 1.815/2005 a 

través de la cual se crea un “Registro de Entidades Exentas” y establece los requisitos 

que deben cumplir los entes sin fines de lucro para gozar de la exención. Esta 

resolución ha sido reemplazada por la RG 2.681/2009, con vigencia a partir del 

01/01/2010, si bien mantiene los mismos lineamientos que su predecesora, introduce 

importantes cambios operativos. Se distinguen dos regímenes: 

- Régimen General: El reconocimiento de la exención debe otorgarse en 

el plazo de 45 días corridos desde la admisibilidad formal de la solicitud interpuesta. 

La misma se efectúa a través de la generación del Formulario Nº 953, utilizando el 

Programa Aplicativo (Siap) “Certificado de Exención en Ganancias”. Este formulario 

se remite por internet, a través de la relación de clave fiscal “Presentación de DDJJ y 

Pagos”. Con la misma  se asigna un “número de presentación”, que permitirá 

consultar (48 horas después) el estado de trámite, usando clave fiscal a través de la 

relación “Certificado de Exención en Impuesto a las Ganancias”. El sistema informa 

cuales son las inconsistencias que deben subsanarse. Subsanadas o no habiendo 

inconsistencias deberá concurrir a la dependencia AFIP en la que se encuentra 

inscripto (junto con la documentación que allí se consigne) dentro de los doce días 

siguientes a la presentación, con el acuse de recibo emitido por el sistema. Dentro de 

los cuarenta y cinco días siguientes de cumplimentada la presentación de la 

documentación, se podrá imprimir el certificado. En caso de que la solicitud sea 

denegada, se emitirá resolución y se notificará. 

- Régimen Simplificado: A este sistema pueden accederlos siguientes 

sujetos: Entidades exentas por leyes nacionales, cooperadoras escolares, entes sin 

fines de lucro que destinen sus fondos a la promoción de actividades hospitalarias 

bajo la órbita del administración pública, y/o bomberos voluntarios, comunidades 

indígenas inscriptas en el RENACI, instituciones religiosas, bibliotecas populares, 
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instituciones internacionales sin fines de lucro, centros de jubilados y pensionados, y 

quienes registren menos de doce meses de actividad. Se debe ingresar a la página web 

de la AFIP, con clave fiscal, al servicio "Certificado de Exención en el Impuesto a las 

Ganancias" y seleccionar la opción "Régimen Simplificado - Ingresar Solicitud". 

Completar los datos solicitados por el sistema e imprimir el acuse de recibo del 

ingreso de la solicitud. Luego de transcurrida cuarenta y ocho horas, ingresar a la 

opción "Consultar Estado Solicitud" del mencionado servicio, para verificar si no se 

han detectado inconsistencias en los procesos de controles formales iniciales. Sin 

inconsistencias o salvadas las mismas, dentro de los doce días siguientes de la 

solicitud, concurrir a la dependencia AFIP con el acuse de recibo emitido por el 

sistema, donde se encuentra detallada la documentación que se deberá adjuntar en la 

presentación. Dentro de los quince días siguientes de cumplimentada la presentación 

de la documentación, ingresar dentro del Servicio "Certificado de Exención en el 

Impuesto a las Ganancias", a la opción "Consulta del estado de la solicitud", donde se 

podrá imprimir el certificado. 

- El reconocimiento se otorgará por períodos anuales, coincidentes con 

el ejercicio fiscal de la entidad, previéndose que el plazo pueda ser mayor a doce 

meses cuando se inicien actividades o se deba tramitar una nueva solicitud por falta 

de renovación de un certificado anterior. La renovación de los certificados de 

exención se efectuará anualmente, de manera automática, mediante la utilización de 

un sistema diseñado con la finalidad de verificar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales. Es decir que no es obligación del ente solicitar la renovación de la exención, 

sino que será el Fisco quien verificará el cumplimiento de determinadas obligaciones 

para ver si el sujeto puede seguir gozando dela exención solicitada. La norma también 

prevé que, para no quedar excluido del registro, se le otorgue al ente la posibilidad de 

subsanar las omisiones dentro de un plazo determinado. 

- El reconocimiento de la exención otorgada se pierde cuando se incurra 

en omisión de la presentación de declaraciones juradas (Impuesto a las Ganancias o 

del régimen de información de la RG 4.120), y la omisión no fuera subsanada dentro 
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del plazo otorgado. En ese caso, el beneficiario debe iniciar nuevamente todo el 

trámite de reconocimiento de la exención. 

1.2 Tratamiento en el IVA 

1.2.1 Disposiciones Legales 

El análisis de la exención otorgada en el Impuesto al Valor Agregado 

(IVA) es un poco más compleja que en el Impuesto a las Ganancias y no es amplia, 

ya que no abarca la totalidad de las actividades desarrolladas por el ente sin fines de 

lucro. 

Del análisis de las disposiciones del artículo 7 inciso h) apartado 6 de la 

Ley de IVA, del artículo incorporado a continuación del artículo 7 (modificado por 

Ley 25.920 del 09/09/2004) y el artículo 3 inciso d) de la Ley 16.656 del año 1937 

(aún vigente) se desprende lo siguiente referido a la exención en el IVA: 

- Para gozar de la exención en el Impuesto al Valor Agregado la entidad 

debe contar con el reconocimiento de exención en el Impuesto a las Ganancias28. 

- Con la sanción de la ley 25.920, publicada en el B.O. el 09/09/2004, 

estableció que no serán de aplicación exenciones genéricas de impuestos, en cuanto 

no lo incluyan taxativamente. Pero se dejó aclarado que aquellas exenciones previstas 

en leyes dictadas hasta fecha de entrada en vigencia de la ley siguen siendo 

aplicables, inclusive la dispuesta por el art. 3 inc. d) de la Ley 16.656. De esta 

manera: 

a) Si la norma se dictó antes del 09/09/2004, tiene plena validez pese a que 

se incluya la leyenda "todo impuesto nacional". 

b) Si la norma se dictó a partir del 09/09/2004, debe indicar de manera 

expresa la exención en el tributo bajo análisis. 

- El art. 3 inciso d) de la Ley 16.656/37, que introdujo una modificación 

al Impuesto a los Réditos (hoy Impuesto a las Ganancias), consagrando una exención 

amplia tanto para el mencionado impuesto como para "todo otro impuesto nacional", 

pero circunscripta a determinados entes “entidades civiles sin fines de lucro con 

                                                           
28 Federación Ciclista Argentina c/ AFIP (Tribunal Fiscal de la Nación Sala D, 11/08/2004). 
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personería jurídica dedicadas a la educación, la asistencia social y a la salud pública”. 

Tanto en la doctrina como en la jurisprudencia y aún en el propio Fisco, existe 

acuerdo unánime respecto de la vigencia de esta exención. La Procuración del Tesoro 

de la Nación se ha expresado en los siguientes términos "la exención excede el 

ámbito del Impuesto a los Réditos y por lo tanto, subsistió cuando el impuesto a las 

ganancias sustituyó al Impuesto a los Réditos". Si se trata de “entidades civiles sin 

fines de lucro con personería jurídica” que no desarrollan actividades de “educación, 

asistencia social y salud pública”, estarán exentas en tanto y en cuanto se encuentren 

alcanzadas por las exenciones previstas en el Titulo II de la Ley de IVA. 

- La exención consagrada en la Ley de IVA para las Fundaciones no es 

amplia, sino que consagra como exentas ciertas locaciones y prestaciones de servicios 

y no todos los ingresos obtenidos por aquellos entes sin fines de lucro no amparados 

en las exenciones generales. 

La exención en el IVA no abarca todos los hechos imponibles sino 

solamente las denominadas "resto de locaciones y prestaciones" (artículo 3, inciso e, 

apartado 21). La venta e importación de bienes muebles, y la prestación de servicios 

no incluidos en el apartado 21 del inciso e) del art. 3 de la Ley de IVA, por parte de 

los entes sin fines de lucro se encuentran alcanzadas por el Impuesto, por no tratarse 

de los hechos imponibles previstos en la exención indicada. Así lo ha ratificado la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación29 en un caso donde se discutía la gravabilidad 

del servicio de bar, cantina, restaurante, salón de té y locación de los salones para 

conferencias, reuniones, fiestas y similares prestado por una entidad exenta en el 

Impuesto a las Ganancias. Se concluyó que las prestaciones desarrolladas por la 

entidad no se encontraban amparadas por la exención de la norma, por no encontrarse 

dentro de las enunciadas en el apartado 21 del inciso e) del art. 3º. 

El Fisco ha tenido una interpretación sumamente restrictiva referida al 

tema. En efecto, se le ha negado la exención a los ingresos obtenidos originados en la 

explotación de un kiosco en un hospital por parte de una asociación civil, reconocida 

                                                           
29 Club 20 de Febrero (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2006). 
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como exenta para el Impuesto a las Ganancias, por entender que no se trata de una 

prestación de servicios sino venta de cosa mueble y, por lo tanto, no alcanzada por la 

exención del impuesto30. 

El servicio brindado por el restaurante de un club no se encuentra 

alcanzado por la exención del impuesto, por no ser una prestación de las beneficiadas 

por el artículo 7, inciso e) apartado 2131. 

1.2.2 El IVA contenido en las adquisiciones de bienes y servicios 

El hecho que el ente sin fines de lucro se encuentre exento en el IVA, no 

quiere decir que las adquisiciones de bienes y servicios tengan el mismo tratamiento, 

salvo que dichos bienes y/o servicios gocen de algún tipo de exención objetiva. El 

IVA abonado pasa a formar parte del costo de los bienes y servicios brindados por la 

entidad. 

1.2.3 Obligación Mensual de los sujetos exentos en IVA 

Un Contribuyente IVA EXENTO no tiene la obligación a presentar la 

DDJJ mensual de IVA, siempre y cuando todas sus operaciones sean Exentas. Para 

ello también deberá tener de alta el Impuesto "IVA Exento" en Sistema Registral. 

1.3 Tratamiento en los Impuestos Internos 

Ni la Ley 3.764 ni la Ley 24.674, que regulan los Impuestos Internos 

incluyen exenciones para las entidades sin fines de lucro, sino que las pocas 

exenciones que pueden existir, vienen dadas por normas que incluyen exenciones 

específicas en el impuesto para ciertos actos que pueden ser realizados por entes sin 

fines de lucro. 

1.4 Tratamiento en el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta 

La Ley de Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta otorga una exención 

para los bienes pertenecientes a personas declaradas como exentas por la AFIP en 

virtud de lo dispuesto por los incisos d), e), f), g) y m) del art. 20de la Ley de 

Impuesto a las Ganancias. 

                                                           
30 Dictamen de la Dirección de Asesoría Técnica de la AFIP (Nº 27, 2002). 
31 Dictamen de la Dirección de Asesoría Técnica de la AFIP (Nº 30, 2005). 
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Es decir que, en la medida en que la Fundación esté reconocida como 

exenta en el Impuesto a las Ganancias, también lo estará en el Impuesto a la Ganancia 

Mínima Presunta, lo cual resulta totalmente lógico, dada la complementariedad de 

ambos tributos. 

1.5 Tratamiento en el Impuesto a los Débitos y Créditos 

El art. 2 de la Ley 25.413/2001 indica que, a los efectos de este impuesto, 

no serán aplicables las exenciones objetivas y/o subjetivas dispuestas en otras leyes 

nacionales, decretos o cualquier otra norma de inferior jerarquía, facultándose al 

Poder Ejecutivo a establecer las exenciones que crea pertinentes. 

En el texto actual del impuesto, no se prevén prácticamente exenciones 

para entes sin fines de lucro (el artículo 10 del DR prevé exención para cuentas 

utilizadas en forma exclusiva por cajas de previsión provinciales de profesionales, 

instituciones religiosas, cooperadoras escolares) como tampoco ningún tipo de 

reducción de alícuota, excepto para obras sociales creadas o reconocidas por normas 

legales nacionales o provinciales. 

2. Tratamiento en los Impuestos Provinciales 

2.1 Impuesto Inmobiliario 

Los inmuebles de propiedad de Fundaciones está exentos (artículo 208 

inciso 4). Esta exención se otorga a solicitud de interesado. Si la solicitud de efectúa 

antes del 31/03, la exención regirá para el año a que se refiere la solicitud. Si se 

realiza con posterioridad a esa fecha, a partir del 01/01 del año siguiente. 

2.2 Impuesto sobre los Ingresos Brutos 

Están exentas por disposición del artículo 228 inciso 9, siempre que los 

ingresos obtenidos sean destinados exclusivamente al objeto de su creación. Se 

excluyen de esta exención los recursos provenientes de la explotación de espectáculos 

públicos, juegos de azar, carreras de caballos y actividades similares, realizadas en 

forma habitual, independientemente del destino que se le asigne a dichos recursos, 

salvo que fueran realizadas por cooperadoras de hospitales o escuelas públicas, 
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instituciones de carácter religioso, centros vecinales y entidades intermedias que 

agrupen a personas de la tercera edad.  

2.3 Impuesto de Sellos 

Los contratos y/o instrumentos sujetos al gravamen en los que intervengan 

las fundaciones estarán exentas por disposición del artículo 277 inciso 5. El artículo 

245 dispone que “si alguno de los intervinientes estuviera exento del pago del 

gravamen por disposición de este Código o de leyes especiales, la obligación se 

considerará divisible y la exención se limitará a la cuota que le correspondiera a la 

persona exenta…” 

2.4 Impuesto Automotor y Rodados 

Los vehículos automotores de propiedad de Fundaciones están exentos 

(artículo 308 inciso 2). Esta exención se otorga a solicitud de interesado y regirá 

desde el momento en que se la solicite. 

2.5 Impuesto a la Salud Pública 

Las retribuciones abonadas al personal por parte de las Fundaciones están 

exentas (artículo 351 inciso 3) del Pago del Impuesto. 

2.6 Tasas Generales de Actuación 

Las fundaciones están exentas del pago de la tasa por actuación ante la 

autoridad judicial (artículo 328 inc. 9). 

En todos los casos, el CTP expresa que para que las fundaciones puedan 

gozar de la exención, deben tener personería jurídica reconocida por el Estado y de 

sus estatutos debe surgir que las actividades que desarrollan no persigan fines de 

lucro y que tienen por principal objeto el bien común. 

3. Tratamiento en los Impuestos Municipales 

3.1 Contribuciones que Inciden sobre los Inmuebles (CISI) 

Los inmuebles de las Fundaciones están alcanzados por el CISI. 

3.2 Tributo Económico Municipal (TEM) 
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Están exentas las fundaciones constituidas de acuerdo con la legislación 

vigente siempre que los ingresos obtenidos estén destinados exclusivamente a sus 

fines (artículo 135 inciso d). 

4. Tratamiento en las Comunas 

En el Código Tributario Comunal (Ley 5.637 T.O.) no hay exenciones 

previstas para las Fundaciones en ninguna de las Contribuciones cuya recaudación 

está a cargo de las Comunas. 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO VIII 

NORMAS CONTABLES Y LIBROS DE CONTABILIDAD 

Sumario: 1. Normas Contables Profesionales para la confección de 

Estados Contables; 2. Libros de Contabilidad; 2.1. Disposiciones del 

Código Civil y Comercial de la Nación; 2.2. Disposición de la 

Dirección de Persona Jurídica; 2.3. Trámite para la Rúbrica. 

 

 

1. Normas Contables Profesionales para la confección de Estados 

Contables 

La contabilidad debe llevarse utilizando el criterio de lo devengado, según 

el cual las variaciones patrimoniales deben registrarse en el momento en el que se 

producen, independientemente de que generen o no un movimiento de fondos, y no 

con el criterio de lo percibido, según el cual las variaciones patrimoniales deben 

registrarse en la medida que generen un movimiento de fondos.  

Sucede frecuentemente que las entidades sin fines de lucro recurren a los 

Contadores cuando precisan confeccionar sus Estados Contables. Un inconveniente 

que se suele presentar al realizar esa tarea, es que muchas de estas entidades llevan su 

contabilidad utilizando el criterio de lo percibido. 

Ante esa limitación que comúnmente impone la realidad, para poder 

cumplir la tarea encomendada, primeramente se debe convertir esa contabilidad de lo 

percibido a lo devengado y solo recién se puede confeccionar los estados contables de 

estas instituciones. 

En cuanto a las Normas Contables Profesionales vigentes a tener en cuenta 

al momento de confeccionar los Estados Contables de estas entidades, se debe
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mencionar primeramente a la Resolución Técnica Nº 8, que fija las normas generales 

de exposición de la información en Estados Contables, para uso de terceros, en todo 

tipo de entes, cualquiera sea la actividad, finalidad, organización jurídica o naturaleza 

de los mismos, es decir, constituye la norma básica de la exposición contable. 

Por otra parte, hay que tener en cuenta la Resolución Técnica Nº 11, que 

establece normas particulares de presentación de Estados Contables para uso de 

terceros para Entes sin fines de lucro, la que constituye una norma específica 

relacionada con la exposición de la información contable de estos entes. Esta norma 

es aplicable a las asociaciones civiles sin fines de lucro, a las fundaciones y a los 

organismos paraestatales creados por ley para el cumplimiento de fines específicos.  

Es importante remarcar que esta norma particular (RT Nº 11) tiene por 

objeto complementar a la norma general (RT Nº 8). 

2. Libros de Contabilidad 

2.1 Disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación 

El artículo 322 del Código Civil y Comercial señala que los libros 

contables indispensables son el Libro Diario y el Libro de Inventarios y Balances; 

aquellos que corresponden a una adecuada integración de un sistema de contabilidad 

y que exige la importancia y la naturaleza de las actividades a desarrollar, y los que 

en forma especial impone el Código Civil y Comercial u otras leyes. 

En el Libro Diario se deben registrar todas las operaciones que tienen 

efecto sobre el patrimonio, individualmente o en registros resumidos (auxiliares) que 

cubran períodos de duración no superiores a un mes. Estos resúmenes deben surgir de 

anotaciones detalladas en los subdiarios. Es decir, solamente es posible registrar 

asientos resumen, que no superen el período de un mes, si existe un subdiario (como 

ser IVA compras, IVA ventas, Caja y Bancos, etcétera) igualmente individualizado y 

rubricado y con las mismas formas que el libro Diario. 

En el Libro de Inventario y Balances se transcribe un detalle analítico del 

patrimonio del ente al momento del cierre de cada ejercicio y en el cual, además, se 

vuelcan los estados contables. 
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Existen otros libros, además de los enunciados precedentemente, 

impuestos por el Código Civil y Comercial u otras leyes, que resultan obligatorios. 

En los que a Fundaciones se refiere podemos citar el libro especial de actas de 

deliberaciones del Consejo de Administración y del Consejo Ejecutivo de las 

Fundaciones (artículo 207 CCyCN) y el Registro Único Laboral para el caso que la 

Fundación tenga empleados en relación de dependencia. 

2.2 Disposición de la Dirección de Persona Jurídica 

En materia de Libros de Fundaciones, la Dirección de Persona Jurídica de 

Tucumán, a través de la Resolución Nº 207/16 vigente a partir del 27/10/2016, en su 

artículo 2 enuncia los libros obligatorios a rubricar por las Fundaciones: 

- Libro de Actas de Consejo de Administración. 

- Libro inventario y balances. 

- Libro caja o diario. 

- Libro de beneficiarios. 

- Libro de registro de adherentes (si los hubiere). 

2.3 Trámite para la Rúbrica 

Para la Solicitud de Rúbrica se utiliza el Formulario Nº 4 “Rubrica de 

Libros. Asociaciones y Fundaciones” y una nota dirigida al Director de la Dirección 

de Persona Jurídica consignando: 

- Libros a Rubricar, indicando el número de libro y la cantidad de fojas.  

- Persona autorizada a realizar el trámite. 

- La nota debe estar firmada por el presidente y secretario, indicando 

teléfono y email de contacto. 

Una vez aprobado el expediente de solicitud, se deben presentar los libros 

a Rubricar, sellados y foliados hoja por hoja, con sello de la entidad. 

Si se ha optado por el sistema de hojas móviles, se deberán presentar: 

- Hojas móviles foliadas y con membrete del logo de la entidad 

- Se deberá acompañar en el expediente (junto con la nota y formulario 

señalados con anterioridad) una nota firmada por Contador Público en donde se 
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detalle el sistema informático a utilizar para la confección de libros a rubricar. Esta 

nota del Contador deberá ser aprobada por el Consejo de Administración, debiendo 

constar en acta y adjuntarse la misma. 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO IX 

OBLIGACIONES DIVERSAS 

Sumario: 1. Ante la Unidad de Información Financiera (UIF); 2. Informe 

para fines fiscales; 3. Estados Contables en formato PDF; 4. Régimen 

de Información. 

 

 

1. Ante la Unidad de Información Financiera (UIF) 

A través de la Resolución 30/2011, la UIF (Unidad de Información 

Financiera) regula las medidas y procedimientos que todas las Personas Jurídicas 

(dentro de las cuales se encuentran incluidas las Fundaciones) deberán observar para 

conocer el origen de los fondos recibidos, en función de la prevención de los delitos 

de lavado de activos y financiación del terrorismo.  

Cuando “…reciban donaciones o aportes de terceros por importes 

superiores a $70.000 o el equivalente en especie (valuado al valor de plaza); en un 

solo acto o en varios actos que individualmente sean inferiores a $70.000 pero en 

conjunto superen esa cifra, realizados por una o varias personas relacionadas, en un 

período no superior a los treinta días….”32, deberán adoptar las medidas y 

procedimientos señalados en el capítulo II de la referida resolución y que se enuncian 

a continuación: 

- Deberán contar con un Manual de Procedimientos para la prevención 

de lavado de activos y financiación del terrorismo en el que se detallen las políticas 

de control y prevención, de auditoria y procedimientos de control interno, las

                                                           
32 Resolución de la Unidad de Información Financiera (Nº 30, 2011) 
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funciones que cada empleado debe cumplir, su capacitación, la conservación de 

documentos, la metodología y criterios de análisis de información y el régimen 

sancionatorio para el personal que no cumple. El manual debe estar actualizado y a 

disposición de la UIF. 

- La designación de un oficial de cumplimiento que será responsable de 

velar por la observancia e implementación de estos procedimientos y las obligaciones 

establecidas en virtud de Resolución 30/2011. Así también, será quien deberá 

formalizar las presentaciones ante la UIF. 

- Deberán contar con un sistema de auditoría interna anual que tenga por 

objeto verificar el cumplimiento efectivo de estos procedimientos y políticas. 

- Desarrollar un programa de capacitación dirigido a sus empleados en 

materia de prevención de lavado de activos y financiación del terrorismo. 

Cuando se “…reciban donaciones superiores a $200.000 o el equivalente 

en especie (valuado al valor de plaza) en un solo acto o fraccionadas en varios actos 

que en conjunto superen la suma de $200.000, realizados por una o varias personas 

relacionadas, en un período no superior a los treinta días…”33 deberán presentarlos 

“Reportes Sistémicos Mensuales de Operaciones”34 (on line) hasta el día quince de 

cada mes. Deberán formalizar tal presentación a través del sitio web de la UIF, 

debiendo previamente registrarse por única vez35. 

2. Informe para Fines Fiscales 

Las fundaciones (y los sujetos comprendidos en los incisos a, b, c, el 

último párrafo del artículo 49 de la Ley de Impuesto a las Ganancias y los 

fideicomisos), deberán presentar el "Informe para Fines Fiscales"36. 

El mismo es una declaración jurada informativa que se presenta de forma 

anual con relación a los conceptos e importes consignados en la declaración jurada 

                                                           
33 Resolución de la Unidad de Información Financiera (Nº 104, 2016). 
34 Resolución de la Unidad de Información Financiera (Nº 70, 2011) 
35 Resolución de la Unidad de Información Financiera (Nº 50, 2011) 
36 Art. 4, Resolución General de la AFIP (Nº 992, 2001) 
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determinativa del impuesto a las ganancias, y que surgen de los estados contables del 

ejercicio fiscal a que éste refiere. 

La presentación puede efectuarse de dos maneras: 

a) Si se utiliza el formulario 760/C: Se presentará en la dependencia de 

AFIP que corresponda al domicilio de la Fundación. El duplicado del formulario 

sellado acreditará el cumplimiento de la obligación. 

b) Si se utiliza el formulario F.780 emitido por el programa aplicativo 

“Informe para fines fiscales”: Se efectuará con la intervención de un Contador 

Público Independiente, en el Consejo Profesional de Ciencias Económicas o entidad 

que ejerce el control de su matrícula que haya suscripto convenio con la AFIP, por 

transferencia electrónica o por medio de la presentación en dichas instituciones de los 

siguientes elementos: 

- Disquete rotulado con indicación de: "Impuesto a las ganancias - 

Informe para Fines Fiscales", apellido y nombres, denominación o razón social, CUIT 

y período fiscal. 

- El formulario de declaración jurada N° 780 que resulte del programa 

provisto por este Organismo, por duplicado. 

En el momento de la presentación se procederá a la lectura, validación y 

grabación de la información contenida en el archivo magnético, y se verificará si ella 

responde a los datos contenidos en el formulario de declaración jurada F. 780. 

De comprobarse errores, inconsistencias, utilización de un programa 

diferente al provisto o presencia de archivos defectuosos, la presentación será 

rechazada, generándose una constancia de tal situación. 

De resultar aceptada la información se entregará un acuse de recibo. 

No serán admitidas las presentaciones efectuadas mediante envío postal. 

Quedan exceptuados de cumplir con la presentación de la declaración 

jurada del impuesto a las ganancias y del informe para fines fiscales las asociaciones, 

fundaciones y demás personas de existencia ideal sin fines de lucro, que destinen los 

fondos que administren y/o dispongan a la promoción de actividades hospitalarias 
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bajo la órbita de la administración pública (nacional, provincial o municipal) y/o de 

bomberos voluntarios oficialmente reconocidos. 

El vencimiento para la presentación del Informe para Fines Fiscales opera 

hasta el último día del sexto mes siguiente al de cierre del ejercicio comercial 

correspondiente. 

3. Estado Contables en formato PDF 

Conforme la RG 3.077/2011 (artículo 4 inc. c), los contribuyentes y 

responsables comprendidos en los incisos a), b), c) y en el último párrafo del artículo 

49 de la Ley de Impuesto a las Ganancias (las Fundaciones están encuadradas allí), 

así como los fideicomisos referidos en el inciso incorporado a continuación del inciso 

d) del artículo mencionado, que lleven un sistema contable que les permita 

confeccionar balances en forma comercial, deberán presentar la Memoria, Estados 

Contables e Informe del Auditor del respectivo período fiscal en formato “PDF”. 

A efectos de cumplir con esta obligación, se deberá ingresar al servicio 

denominado “Presentación Única de Balances - (PUB)” del sitio “web” de la AFIP, 

mediante la utilización de la “Clave Fiscal”. 

Una vez ingresado al servicio, el contribuyente deberá consignar los datos 

requeridos por el sistema y adjuntar los Estados Contables del período fiscal a 

transferir, en un solo archivo en formato “PDF”. 

El vencimiento para la presentación de la Memoria, los Estados Contables 

y el Informe del auditor en PDF, operará hasta el último día del sexto mes siguiente al 

de cierre del ejercicio comercial correspondiente. 

4. Régimen de Información 

Las Fundaciones (junto a otros sujetos enunciados en la RG 3.293/2012 y 

modificaciones) deberán, brindar la información que a continuación se detalla: 

- Respecto de los administradores, apoderados, Miembros del Consejo 

de Administración, Comité Ejecutivo, Consejo de Vigilancia, Fundadores Gerentes: 

Apellido y nombres, CUIT, CUIL o CDI y domicilio en el país, de tratarse de no 
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residentes deberá indicarse la nacionalidad, residencia tributaria, número de 

Identificación Tributaria en el país correspondiente y domicilio en el exterior. 

- El patrimonio neto al 31 de diciembre del año calendario por el cual se 

presenta la información, al cierre del último ejercicio finalizado a la fecha 

mencionada anteriormente y el total de Ingresos obtenidos desagregados por origen. 

La información se debe suministrar mediante declaraciones juradas que se 

confeccionan utilizando el programa aplicativo denominado "AFIP-DGI - 

Participaciones societarias, fondos comunes de inversión y fundaciones y 

asociaciones civiles", que se encuentra en la página web del organismo. 

La presentación del formulario de declaración jurada F. 657 generado a 

través del mencionado programa aplicativo se formalizará mediante transferencia 

electrónica de datos vía Internet, con la clave fiscal. 

Se encuentran exceptuados de actuar como agentes de información (entre 

otros sujetos enunciados en la RG 3.293/2012 y modificaciones) las fundaciones que 

destinen los fondos que administren y/o dispongan a la promoción de actividades 

hospitalarias bajo la órbita de la Administración Pública (Nacional, Provincial o 

Municipal) y/o de bomberos voluntarios oficialmente reconocidos. 



 
 

 

CONCLUSIÓN 

La Fundación es una organización que por voluntad de sus creadores, tiene 

afectado un patrimonio a la realización de fines de interés general. Las fundaciones 

trabajan desinteresadamente por el bien de la sociedad, impulsando la solidaridad y el 

bienestar social. 

La Fundación es una organización creada para la realización de 

determinados fines. Se trata de un patrimonio de afectación destinado a la 

prosecución de un objetivo de bien común. No tiene socios, por lo tanto no 

corresponde hablar de un elemento subjetivo, sí de un elemento objetivo que es el 

patrimonio que se afecta a tal fin. 

Una vez que han sido autorizadas por el Estado para funcionar obteniendo 

la Personería Jurídica, la entidad queda legalmente registrada y puede desarrollar sus 

actividades. Como persona jurídica, son capaces de adquirir derechos y contraer 

obligaciones, pueden ser titulares de bienes, recibir donaciones, comprar, vender, 

etcétera. Las Fundaciones están sujetas al control estatal. En la Provincia de 

Tucumán, el Órgano de Contralor es la Dirección de Personas Jurídicas y regula a 

través de la Resolución Nº 201/2015 los trámites atinentes a la obtención de la 

Personería Jurídica ante dicho organismo. 

La Fundación carece de miembros, sólo tiene órganos de conducción y 

beneficiarios. El Código reglamenta el funcionamiento de dos órganos de gobierno de 

la Fundación: el Consejo de Administración (que es el órgano máximo encargado del 

gobierno y administración de la Fundación), y el Comité Ejecutivo (que es un órgano 

de administración que se ocupa diariamente de las tareas ordinarias). 

Las Fundaciones están exentas en el Impuesto a las Ganancias, dicho 

beneficio se concede a pedido de parte, extendiendo la AFIP el “Certificado de 

Exención en Ganancias”, el cual se otorga por periodos anuales con renovación 

automática, siempre que se verifique por parte de la Fundación el cumplimiento de 

sus obligaciones formales respecto del Impuesto a las Ganancias y del régimen de 

información establecido por la RG 4.120. En la medida en que la Fundación esté
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reconocida como exenta en el Impuesto a las Ganancias, también lo estará en el 

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, lo cual resulta totalmente lógico, dada la 

complementariedad de ambos tributos. 

El análisis de la exención otorgada en el Impuesto al Valor Agregado 

(IVA) es un poco más compleja que en el Impuesto a las Ganancias y no es amplia, 

ya que no abarca la totalidad de las actividades desarrolladas por el ente sin fines de 

lucro. Para gozar de la exención en el IVA la entidad debe contar con el 

reconocimiento de exención en el Impuesto a las Ganancias. A través de la Ley Nº 

25.920 (B.O. 09/09/2004) se estableció que no serán de aplicación exenciones 

genéricas de impuestos, en cuanto no lo incluyan taxativamente, dejando aclarado que 

aquellas exenciones previstas en leyes dictadas hasta la fecha de entrada en vigencia 

de la ley siguen siendo aplicables. Es decir que si la norma se dictó antes del 

09/09/2004, tiene plena validez pese a que se incluya la leyenda "todo impuesto 

nacional". Si la norma se dictó a partir del 09/09/2004, debe indicar de manera 

expresa la exención en el IVA. La exención consagrada en la Ley de IVA para las 

Fundaciones comprende ciertas locaciones y prestaciones de servicios (artículo 3, 

inciso e, apartado 21) y no todos los ingresos obtenidos por estos entes sin fines de 

lucro. 

Están exentas en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos siempre que los 

ingresos obtenidos sean destinados exclusivamente al objeto de su creación. Los 

inmuebles propiedad de  las Fundaciones como así también los automotores gozan de 

exención en el Impuesto Inmobiliario y el Impuesto Automotor respectivamente, 

debiendo ser solicitado dicho beneficio ante el organismo recaudador. Respecto del 

Impuesto a los sellos, los contratos y/o instrumentos sujetos al gravamen en los que 

intervengan las Fundaciones estarán exentos en la parte que le corresponda a las 

Fundaciones. La exención también recae sobre el Impuesto para la Salud Publica por 

las remuneraciones pagadas por las Fundaciones a sus empleados. Igual tratamiento 

corresponde a la tasa por actuación ante la autoridad judicial. 
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En el ámbito de la Municipalidad de San Miguel de Tucumán, gozan de 

exención en el CISI y en el TEM. No sucede lo mismo en las Comunas Rurales del 

Interior de la Provincia, no hay exenciones previstas para las Fundaciones en ninguna 

de las Contribuciones cuya recaudación está a cargo de dichos organismos. 

En cuanto a las Normas Contables Profesionales vigentes a tener en cuenta 

al momento de confeccionar los Estados Contables de estas entidades, se debe tener 

en cuenta la Resolución Técnica Nº 11, que establece normas particulares de 

presentación de Estados Contables para uso de terceros para Entes sin fines de lucro.  

Además de las disposiciones del código Civil y Comercial de la Nación en 

materia de Libros Contables, la Dirección de Persona Jurídica de Tucumán, a través 

de la Resolución Nº 207/16 enuncia los libros obligatorios a rubricar por las 

Fundaciones. 

Los beneficios que gozan estos entes, justifican la imposición en cabeza de 

las Fundaciones de  deberes informativos respecto de las donaciones que recibe, sus 

balances y autoridades. 
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